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I. ANTECEDENTES ' 

Uno de los p rob lemas más graves del es tab lec imiento del Estado 
l iberal en España, v ino de te rminado por la d i f icul tad que, de modo cont inuo, 
susci tó la d is t r ibuc ión ter r i to r ia l del poder; la deb i l idad del nuevo Estado 

' Los estudios doctrinales sobre el problema de la distribución territorial 
del poder en nuestra historia contemporánea, son muchos, valiosos y enfocados 
desde distintas perspectivas. No es mi intención repetir, por tanto, estos análisis 
sino resaltar determinados aspectos importantes para el desarrollo del estudio. Es 
decir, se pretende efectuar un recorrido histórico significativo para poner de relieve 
no sólo la situación previa a la desaparición del unitarismo, sino también las fórmu­
las —que no fórmula— previstas en la Constitución; se trata de señalar cómo siguen 
latiendo, consciente o inconscientemente, táctica o estratégicamente, ideas que, 
recíprocamente dadas por inadmisibles y excluyentes, han logrado convivir en 
nuestra situación actual. 

Para una visión global, vid., entre otros: J, TUSSELL GÓMEZ: La reforma de la 
Administración Local en España (1900-1936), Madrid 1973; J. OLAVARRI GORTÁZAR: 
«La cuestión regional en España (1808-1939)», en La España de las Autonomías, 
Espasa-Calpe, Madrid 1981; L. VANDELLI: El ordenamiento español de las Comuni­
dades Autónomas, lEAL, Madrid 1982; A. GUAITA MARTORELL: «Reflexiones sobre el 
tratamiento constitucional de la provincia desde 1812 hasta la vigente Constitución 
de 1978 (mención especial de Extremadura y Cataluña)», en Estudios sobre la Cons­
titución española. Homenaje al profesor E. García de Enterría, tomo IV, Civitas, 
Madrid 1991; A. BALCELLS: El nacionalismo catalán, Historia 16, Madrid 1991. 
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desde su origen, impidió una realización eficaz de las ideas de centrali­
zación y unitarismo típicas de esta forma política, que permitiera servir de 
cauce a los procesos de centralización e igualación. La pervivencia de los 
planteamientos del Antiguo Régimen sobre la distribución territorial del 
poder hacen que ésta se realice de modo lento, nunca finalizado y per­
manentemente conflictivo. 

Por otro lado, el sentimiento localista, exacerbado por el traslado de 
la familia de Carlos IV a Francia y la subsiguiente reacción de las Juntas 
Generales, que a sí mismas se denominaron soberanas, generó, junto al 
patriotismo, un sentimiento de autogobierno que, por los avatares de la 
guerra, duró en el tiempo y enraizó en las mentalidades de una sociedad 
no excesivamente culta. La aparición y desarrollo en España, hacia la mitad 
del siglo xix, de planteamientos ideológicos de nuevo cuño, desarrollados 
fundamentalmente en el seno del partido demócrata, añade una nueva di­
mensión al problema. Por descontado, y más referido a lo expuesto en 
primer lugar que en el segundo, las guerras carlistas suponen una reacción 
frente al intento centralista y unitario del Estado liberal. 

Esta problemática se mantiene de modo continuo a lo largo de toda 
nuestra reciente historia, y es preciso resaltar, en esta primera etapa de 
implantación del nuevo Estado, no sólo los aspectos regionales sino tam­
bién el desarrollo del espíritu localista dentro de, y frente a, los territorios 
de mayor amplitud que, por causas históricas o ideológicas, surgirán. Es 
decir, para tener una visión cabal del conjunto, conviene señalar no sólo 
el aspecto de los agravios históricos generados por la centralización, sino 
también las ideologías críticas frente a ese centralismo propio del Estado 
liberal; es claro que ambos aspectos —de origen distinto—, tienen un punto 
de referencia común: muestra de ello es la votación favorable de los dipu­
tados carlistas al Proyecto de Constitución Federal de 1873 .̂ De ahí la 
problemática de la organización territorial del poder en España, a lo largo 
de toda nuestra historia contemporánea; los intentos van desde los Pro­
yectos de José Bonaparte ^ a las previsiones centralistas de la Constitución 
de 1812 (articulo 10) nunca aplicadas, salvo en el trienio liberal, hasta el 
Decreto de 27 de enero de 1822 y la provincialización de Javier de Burgos 
en 1833. Estas divisiones iban acompañadas de la incorporación de una 
Administración Central, asentada en la periferia, que disminuía sustan-
ciaimente las atribuciones propias de las entidades locales, fueran ayun­
tamientos, partidos o diputaciones. Por ello, el unitarismo de moderados y 
progresistas encontró durante el reinado de Isabel II, la oposición doctrinal 
de carlistas e intelectuales demócratas de signo federal: los primeros, «par­
tidarios de mantener y desarrollar las tradiciones políticas propias de la 

' Vid. C.A.M. HENNESSY: La República federal en España, Aguilar, Madrid 
1967: 

' A. MELÓN DE GORDEZUELA: «El mapa prefectural de España», Revista de 
Estudios Geográficos, núm. 13, 1952, pp. 5-72. 
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España del Antiguo Régimen, liabían salido de la guerra de 1833-40 como 
defensores de los fueros»; los segundos, porque su idea «representaba lo 
que puede ser uno de ios últimos progresos del pensamiento europeo» ". 
A estas ideas anticentralistas de signo tan distinto, se añadieron, según 
algún autor, otras doctrinas del mismo carácter como el organicismo krau-
sista y el tardío influjo de la Vieja Escuela del Derecho Histórico I 

El fracaso de la República Federal supuso el olvido temporal de es­
tas doctrinas, al menos en la España oficial, pasándose a actitudes unita-
ristas durante toda la Restauración. Sin embargo, ahí seguía el problema 
y así, aun con modificaciones y recortes, sobrevivieron los regímenes to­
rales en Navarra y Vascongadas. Debido a esa pervivencia del conflicto y 
pese a las resoluciones restrictivas frente a los problemas torales, en la 
Restauración van a producirse hechos importantes desde el punto de vista 
político: 

1. La aparición y desarrollo de los nacionalismos catalán y vasco, 
siendo aquél el que logra tener una influencia real en los planteamientos, 
más o menos descentralizadores, de la última etapa de la Restauración. 
Sirva como ejemplo el programa reformista de Francisco Silvela en 1890, 
base de los posteriores proyectos del partido conservador. 

2. Dentro de los proyectos de este partido, destaca el de Antonio 
Maura, muy discutido entre 1907 y 1909; en él se fortalecen las atribuciones 
y acuerdos de las Diputaciones y se reivindica el genuino sentido de la 
región como algo distinto de la provincia, con sus propios órganos de ges­
tión: por primera vez no se habla de provincias. 

Este proyecto Maura, que no llegó a ser aprobado, sirvió de base al 
tema de las mancomunidades en 1913; por Decreto de 26 de marzo de 1914, 
se aprobó la Mancomunidad catalana, cuya presidencia ocupó Prat de la 
Riba. 

3. En los años 1918 y 1919 se realizaron otros intentos, bajo los 
Gobiernos de Dato, García Prieto y Romanónos; todos ellos fracasaron, por 
razones que no vienen al caso. 

Sirva ló expuesto hasta aquí para señalar cómo no sólo no se había 
resuelto, a lo largo de los siglos xix y principios del xx, el problema de la 
distribución territorial del poder, sino que se manifiesta, además, en una 

" R. CARR: España 1808-1939, Ariel, Barcelona 1970, 2.° ed., pp. 303. 
^ J. F. LoRCA NAVARRETE: Pluralismo, regionalismo, municipalismo. Sevilla 

1978, pp. 81 y ss. 
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nueva faceta: con fuerzas políticas —claramente dominantes en el caso 
catalán— que representaban sectorialmente el conflicto, y ponían en tela 
de juicio la propia existencia del Estado. Creo que es desde esta perspec­
tiva como ha de observarse la actitud de las Constituyentes republicanas 
de 1931, que tuvieron que hacer frente al problema en circunstancias de 
sobra conocidas ®. 

Como acertadamente señala Santiago VÁRELA, la experiencia de la 
II República supone la primera vez en nuestra historia en que «a partir de 
un régimen democrático y parlamentario se hizo un esfuerzo por superar 
la contradicción ... del liberalismo español del siglo xix que no supo ser 
liberal con las regiones» '. 

El problema más grave con el que se encontraron las Constituyentes 
de la II República, vino determinado por la ausencia de un sistema de par­
tidos común a todo el territorio nacional; la existencia de partidos regio­
nales, mayorltarios en algunas regiones —véase sustancialmente el caso 
de Cataluña y en menor medida del País Vasco— implicaba el temor de 
que la redistribución territorial del poder dentro del Estado, tuviera como 
consecuencia el que, determinadas áreas territoriales, iban a quedar bajo 
el mando de fuerzas políticas ajenas .̂ 

El olvido de la fórmula federal al igual que la del fracasado unita­
rismo, condujo al original Estado integral. Es curioso constatar que partidos 
de vocación claramente federal, ligados a la tradición republicana y socia­
lista, llegado el momento, renunciaran a planteamientos federales; igual­
mente, partidos conservadores —CEDA— con profesión de fe regionalista, 
se manifestaran sumamente reticentes al respecto, cuando no hostiles. Este 
hecho singular es importante para entender la ambigua y compleja fórmula 
aplicada en la Constitución de 1931; es asimismo una clave nada despre­
ciable para comprender lo que sucedería —cuarenta y siete años des­
pués— en la elaboración del texto de 1978. 

El centralismo exacerbado del régimen político nacido de la guerra 
civil, no sólo impidió el desarrollo de la problemática de la distribución 
territorial del poder sino que posibilitó, hasta cierto punto, una unión entre 
las fuerzas políticas fuera del régimen, justificada pero curiosa: la asunción 
por todos los partidos antifranquistas de carácter nacional, de las reivin­
dicaciones autonomistas de los partidos de signo nacionalista territorial ^ 

^ \/id. S. VÁRELA: El problema regional en la II República española, Unión 
Editorial, Madrid 1976; J. OLIVER ARAUJO: El sistema politice de la Constitución es­
pañola de 1931, Unlversitat de les liles Baleara, Palma 1991. 

' Op. cit., p. 14. 
" Vid. S. VÁRELA: op. cit., pp. 29 y ss. 
° En la última etapa del régimen franquista, la opinión pública manifestaba 

también la importancia que poseía el tema regional. Vid. S. DEL CAMPO, M. NAVARRO 
y J. F. TEZANOS: «LOS españoles ante la cuestión regional», Sistema, núm. 13, 1976. 
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En cambio, como ha puesto de relieve DE BLAS GUERRERO, la con­
cepción de la política regional por parte de los dos partidos más signifi­
cativos de la izquierda —PSOE y PCE— era radicalmente indefinida, si no 
confusa, en el momento de abordar la elaboración de la Constitución ^°. Por 
ello, en este momento y en lo que a la cuestión regional afecta, se incor­
poraron criterios de muy diverso género y especie por parte de las fuerzas 
políticas que provenían de la oposición al franquismo; a su vez, el centro 
derecha o la derecha también poseían sus propias ideas al respecto, que 
incluso habían inspirado, aunque en un ámbito exclusivamente administra­
tivo, el desarrollo de políticas regionales en la etapa anterior. Quizá esas 
ideas regionalistas, puestas al día, encuentran una perfecta expresión en 
«Tácito» donde se afirma lo siguiente, refiriéndose al tema regional: 

«Pero parece necesario afrontar su análisis y señalar que, con ple­
no respeto a los postulados políticos más ortodoxos, pueda pensarse en 
un planteamiento regional —y no simplemente administrativo— sin que 
afecte en absoluto a la unidad nacional, que constituye principio básico e 
Irrenunciable, y que es preciso dar los pasos necesarios en esa dirección. 
Pero digámoslo una vez más, que éstos se lleven a cabo con verdadero 
espíritu regionalista y no con pretensiones simplemente "administrati­
vas", que a veces nos hacen creer que el propósito que animan estas 
intervenciones, como ocurre en otras esferas, es aparentar que todo cam­
bia para que todo siga igual» ". 

No es de extrañar, por tanto, que el gran debate sobre la forma de 
Estado, desde la perspectiva territorial, se desarrolle en torno a la palabra 
«nacionalidades», pues creo que era valor entendido —cada uno desde sus 
planteamientos— que en esa palabra se iba a sustanciar la naturaleza de 
las entidades territoriales —unas pocas o, en su caso, todas— que se cons­
tituyeran en el nuevo Estado ^̂ ; el debate sobre esa palabra en las Cons­
tituyentes de 1978 puede reconducirse al que tuvo lugar en las de 1931 
respecto al Estado integral. Cuestión más compleja fue la discusión sobre 
el reparto concreto de competencias que se iba a efectuar en el Título VIII, 
dadas las diferentes pretensiones, prevenciones, suspicacias, etc., de cada 
una de las fuerzas políticas allí representadas y superado el escolio del 
artículo 2. Como no podía ser menos, el resultado obedeció a la superpo-

" «El problema nacional-regional español en los programas del PSOE y 
PCE», REP, núm. 4, 1978. 

" Ibérico Europeo de Ediciones, S. A., Madrid 1975, p. 68. 
'̂  Vid. D. S. Congreso de los Diputados. Comisión de Asuntos Constitucio­

nales y Libertades Públicas, núms. 59, 60-61-66 (5, 8, 9 y 12 de mayo de 1978, res­
pectivamente), en Constitución españoia, Trabajos parlamentarios, tomo I, Cortes 
Generales, Madrid 1980. 
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s ic ión de p lanteamientos d iversos y, casi se podr ía a f i rmar , an tagón icos: 
el consenso permi t ió d iversas yuxtapos ic iones y ob l igó a dejar el p rob lema 
ab ier to a un proceso a rea l izar una vez que ent ra ra en v igor el texto cons­
t i tuc ional . 

En resumen , durante el p roceso const i tuyente no exis t ió un mode lo 
g lobal respecto a la d is t r ibuc ión ter r i to r ia l del poder dent ro del Estado o, 
d icho de ot ra manera , un mode lo au tonómico unívoco, ni tampoco las fuer­
zas pol í t icas, como ya se apuntó, mantuv ie ron pos ic iones pe rmanen tes a 
lo la rgo de todos los debates, y así, por e jemp lo , como resume TORRES 
DEL MORAL. 

«1. Alianza Popular varió su posición desde la propuesta de 
una descentralización administrativa hasta la aceptación de la auto­
nomía para las regiones, mientras mantenía aquella descentralización 
para las que llamaba Mancomunidades Provinciales. 

2. Unión de Centro Democrático también varió su punto de vis­
ta. En un principio postulaba sólo la autonomía de las regiones his­
tóricas; después generalizó los procesos preautonómicos y propugnó 
la autonomía de provincias y municipios. 

3. El Partido Socialista Obrero Español defendía desde hacía 
tiempo el modelo federal, pero se plegó posteriormente a una idea 
autonómica menos polémica. 

4. El Partido Comunista también sostenía un modelo federal, 
conforme al cual las Cortes no debían de aprobar los Estatutos de 
Autonomía en su detalle de contenido sino sólo pronunciarse sobre su 
constitucionalidad. 

5. Los partidos nacionalistas catalanes, aún más federalistas 
(incluso algún diputado o senador defendió la confederación), hablaban 
de un pacto entre naciones, unas competencias exclusivas del Estado 
central y competencia residual de las Comunidades Autónomas. 

6. Similar posición sostenían el Partido Nacionalista Vasco y 
Euskadiko Ezquerra.» " 

Es s ign i f icat ivo respecto a esta fa l ta de cr i ter io por par te de los cons­
t i tuyentes, la evo luc ión suf r ida, a lo largo de los debates, de la p ropues ta 

" Principios de Derecho Constitucional español, Átomo, t. 2°, Madrid 1989, 
p. 309. 
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inicial del borrador de la Ponencia de la Comisión de Asuntos Constitucio­
nales y Libertades Públicas del Congreso de los Diputados, en la que se 
definía y regulaba el Senado como auténtica Cámara territorial, represen­
tativa de las Comunidades Autónomas; esta propuesta será desustancia-
lizada de modo sistemático, en todo el iter legislativo del artículo 69, hasta 
llegar a la situación definitiva en la que, de modo claro, se regula el Senado 
como una Cámara de segunda lectura y de representación ideológica ̂ '*. 

II. NATURALEZA DEL ESTADO EN LA CONSTITUCIÓN DE 1978 

Introducción 

El resultado de ios debates constitucionales en toda su variedad y 
extensión, puso de relieve la falta global de acuerdo respecto a la confi­
guración de la distribución territorial del poder en el nuevo Estado. Las 
discrepancias manifestadas en el debate del artículo 2 aventuraban ya la 
dificultad de una articulación coherente de esta cuestión. Por ello, no es 
de extrañar que, al final, nuestro Título VIII quedase redactado como la 
yuxtaposición de varios proyectos de organización territorial de diferente 
signo que, en consecuencia, no iban a poder ubicarse dentro de los distintos 
modelos doctrinales clásicos sobre distribución territorial del poder. 

Así, en principio, no es el modelo de Estado Regional diseñado en 
la Constitución italiana de 1947; aunque en parte se inspiró en la II Repú­
blica española, tampoco es equiparable a su confuso Estado integral; me­
nos aún se acomoda a las teorías clásicas del Estado Federal. En resumen, 
pese a que un análisis detallado de las técnicas incorporadas a la redacción 
del Título VIII permiten observar influencias de los modelos anteriormente 
citados, el resultado último no responde a ninguno de ellos en su conjunto. 

" Vid. F. FERNÁNDEZ SEGADO: «La construcción del Senado en el proceso 
contituyente», REP, núm. 38, 1984, p. 64. En un interesante análisis, el autor pone 
de manifiesto el sorprendente paso del Senado perfilado por el borrador de la Po­
nencia como esencialmente autonómico, a una Cámara de representación de las 
diferentes entidades territoriales —en el informe de la Ponencia— y que, por una 
enmienda in voce del diputado Alzaga, saldrá de la Comisión de Asuntos Consti­
tucionales como una Cámara de representación provincial, llegándose «a un punto 
muy próximo al de partida, esto es, a un Senado que se encuentra prácticamente 
equiparado al que configurara la Ley para la Reforma Política de 4 de enero de 
1977, con la sola diferencia de haber sido sustituidos los senadores de nom­
bramiento regio por este otro grupo —muy semejante cuantitativamente— de se­
nadores de representación de las Comunidades Autónomas» (p. 90). 

79 



FAUSTINO FERNÁNDEZ-MIRANDA ALONSO 

Por ello no es de extrañar la ausencia de una denominación sobre la or­
ganización territorial del poder implantada, aunque tampoco esto es exi-
gible a una norma sino que es habitual tarea de la doctrina. 

Entre ios estudiosos, la controversia se ha movido siempre en tor­
no a un tercer tipo de Estado que se ubicaría entre el Federal y el unitario 
y que, en cierta medida, recuerda al Estado característico del sistema 
implantado en la Constitución italiana de 1947, definido por AMBROSINI co­
mo Regional ^̂  y difundido en la España preconstitucional por el profesor 
FERRANDO BADÍA, '^, entre otros " . Sin embargo, esta denominación no 
tuvo éxito entre los constituyentes, debido a la negativa de los partidos 
nacionalistas de las Comunidades históricas a aceptar el término región 
para definir su territorio. Algunos diputados propusieron adoptar la deno­
minación sintética de federal-regional; otros la de Estado unitario regio-
nalizable, basándose en el hecho cierto de que la Constitución establecía 
un Estado unitario susceptible de ser configurado en regiones autónomas. 

La negativa a aceptar la denominación de unitario parecía lógica por 
la carga política que implicaba, dado el Estado de tal naturaleza e hiper-
centralizado precedente; ya hemos apuntado cómo no se aceptó el término 
Estado regional por las Comunidades históricas, que preferían llamar «na­
cionalidades» a sus entidades. El término federal, aunque propuesto en los 
debates constituyentes, como hemos visto, fue radicalmente excluido del 
texto, por razones más emocionales que otra cosa en un sector de las 
fuerzas políticas, debido a la experiencia política de la I República que 
llevaba tal nombre; así, hoy en día incluso, aunque cada vez menos, el 
término federal sigue siendo equivalente, para determinados sectores de 

'̂ «Un tipo Intermedio di stato tra Tunitario e il fedérale caratterizzato dall-
autonomía regionale», Rivita di Diritto Pubblico, Roma 1933. 

^° «Formas de Estado desde las perspectivas del Estado regional», lEP, Ma­
drid 1956. 

" Entre otros, vid.: Ó. ALZAGA; La Constitución española de 1978 (Comen­
tario sistemático), Ed. del Foro, Madrid 1978; T. R. FERNANDEZ: «La organización 
territorial del Estado y la Administración Pública en la Constitución», en T. R. FER­
NÁNDEZ (coord.): Lecturas sobre la Constitución española, UNED, Madrid 1979, 
p. 352; L. SÁNCHEZ AGESTA: Sistema Político de la Constitución española de 1978, Edi­
tora Nacional, Madrid 1984. J. LEGUINA VILLA: «Las Comunidades Autónomas», en 
A. PREDIERI y E. GARCÍA DE ENTERRIA: La Constitución española de 1978. Estudio siste­
mático, Civitas, Madrid 1980; L. ORTEGA ÁLVAREZ: «El pluralismo político como cri­
terio de reparto del ejercicio del poder público», ñfDL/C, núm. 4 (monográfico), 1981; 
G. PECES BARBA: La Constitución española de 1978. Un estudio de derecho y política. 
Fernando Torres, Valencia 1981; R. MARTIN MATEO: «Manual de Derecho Auto­
nómico», lEAL, Madrid 1984; J. FERRANDO BADIA,: El Estado Unitario, el Federal y el 
Estado Autonómico, Tecnos, Madrid 1986. 
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la opinión pública, a cantonalimo y desmembración del Estado. En con­
secuencia, lo que nadie quería era definir el nuevo Estado según los mo­
delos clásicos de federal, unitario o regional. En el momento actual se ha 
generalizado la denominación de Estado.autonómico ^°, término impreciso 
y neutro que, si bien se basa en uno de los elementos que configuran la 
distribución del poder en el Estado español, nada precisa respecto a los 
modos, formas, intensidad e igualdad-desigualdad que pudiese implicar la 
nueva regulación. 

En el fondo, lo que se pretende en este estudio es averiguar si real­
mente son válidos los esquemas tradicionales propuestos por la doctrina 
para incorporar las nuevas formas de organización del poder dentro del 
Estado, producidas a partir de la segunda guerra mundial, bien ex-novo, 
bien como consecuencia de la evolución sufrida por las estructuras de po­
der dentro de los Estados consolidados. Según el profesor MUÑOZ MA­
CHADO «... en 1978 las diferencias jurídicas entre las formulaciones or­
ganizativas del regionalismo y del federalismo se habían aliviado de tal 
forma en todos los sistemas comparados que había perdido mucha de su 
significación la definición del Estado como federal, ya que lo sustancial, el 
contenido del poder autonómico y'sus garantías, ha venido a independi­
zarse de manera ostensible de las calificaciones formales, de manera que 
el uso de uno de los conceptos en liza (Estado Federal o Regional) no remite 
siempre a un régimen jurídico perfectamente diferenciado, sino a sistemas 
de características bastante similares, por lo que la elección del modelo no 
es hoy una cuestión que revista la importancia de otros tiempos ^̂ . 

Ya la doctrina clásica iniciada por Ph. ZORN y seguida por 
TREITSCHKE y H. HELLER ^°, había planteado la imposibilidad de distinguir 
diferentes formas de Estado en función de la distribución territorial del po­
der que en aquél se efectuase, por entender, por razones estrictamente 
jurídicas o políticas, que el Estado siempre sería uno, ya que la soberanía 
es elemento esencial de éste y significa poder supremo ilimitado; aunque 
pueda ser limitada en su ejercicio, internacional o constitucionalmente, tal 
limitación no puede alterar su unidad. 

En la misma línea, aunque más matizada, se encuentra la Escuela 
de Viena; de lo que se trata, opinan, es de la existencia de diversos grados 
de descentralización dentro de un Estado, sea cual sea la denominación 
que reciba. Este planteamiento, recogido entre nosotros por GONZÁLEZ 

'" J. FERRANDO BADIA: op. cit., pp. 233 y ss. 
" Derecho Público de las Comunidades Autónomas, vol. I, Civitas, Madrid 

1982, p. 254. 
^ Vid. M. GARCÍA-PELA YO: Derecho Constitucional Comparado, Revista de Oc­

cidente, Madrid 1959, 5." ed., pp. 220 y ss. 
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CASANOVA ^\ GARCÍA ARIÑO ^ y GONZÁLEZ ENCINAR ' ^ entre otros, 
no es desdeñable, sobre todo si atendemos a razones históricas en las 
que se puede observar un doble proceso en la evolución del Estado con­
temporáneo: de centralización en los Estados surgidos como federales y 
de descentralización, en mayor o menor grado, en los viejos Estados uni­
tarios '̂'. 

A. El Estado Autonómico como Estado compuesto 

En consecuencia, y sin rechazar la denominación neutra y genera­
lizada de Estado autonómico, lo cierto es que nos encontramos ante un 
Estado compuesto ^̂ , con entidades poseedoras de competencias propias, 
que disponen de autonomía política para su gestión. Para analizar, por 
tanto, nuestro sistema autonómico, es preciso acudir a lo concreto; es decir, 
observar en qué medida y en qué forma se efectúa la distribución territorial 
del poder; hecho este examen en la formulación constitucional y en su ope-
ratividad práctica, deducir el grado de descentralización logrado, lo que 
permitirá, siempre en cierta medida, calificar el sistema de uno u otro modo. 
Si partimos de que se trata de un Estado compuesto, sea cual sea su na­
turaleza, ha de establecerse una relación entre dos entidades dentro del 
propio Estado: por un lado, el Estado Central o el Estado a secas p, como 
algunos han dicho, el Estado superior o Global ^̂ , y, por otro, las entidades 
territoriales que disponen de autonomía. Se trataría de la existencia de una 
doble tendencia a la unidad y a la diversidad. 

Como ha escrito GARCÍA PELAYO: «se trata de un Estado en el que 
la unidad y la diversidad, la centralización y la descentralización, se re­
sumen en una unidad dialéctica caracterizada por una específica conexión 
de las relaciones de coordinación, supra y subordinación e inordinación. 

'̂ Teoría del Estado y Derecho Constitucional, Vicens-Vives, Barcelona 
1982. 

^̂  «El Estado de las Autonomías: realidad política, interpretación jurídica», 
en La España de las Autonomías, tomo II, Espasa-Calpe, Madrid 1981. 

^̂  El Estado Unitario-Federal, Tecnos, Madrid 1985. 
^' Baste con hacer mención a la doctrina de los poderes Implícitos, resul­

tantes y sus consecuencias, en EE.UU y en la evolución suiza y alemana, en lo que 
se refiere a los Estados Federales; en cuanto al proceso inverso en los Estados 
Unitarios, vid. T. R. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ: «Las autonomías regionales. Tendencias 
europeas actuales», REDA, núm. 10, 1976. 

'" STC de 28 de enero de 1982 {BJC núm. 10), STC de 14 de junio de 1982 
{BJC núm. 15) y STC de 20 de abril de 1983 {BJC núm. 25). 

'^ Vid. A. TORRES DEL MORAL: op. cit., p. 314. 
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de tal manera que todas ellas se condicionan y complementan recípro­
camente. Las solas relaciones de coordinación disolverían la unidad del 
Estado; las de supra y subordinación lo convertirían en un Estado centra­
lizado puro y no sería posible la coexistencia entre ambos grupos de re­
laciones gracias a la idea de inordinación, la cual por sí sola es incapaz 
de fundar una entidad política» ^'. 

B. Esquema de un Estado compuesto 

Por tanto, un Estado compuesto *̂ se caracteriza por los siguientes 
rasgos: 

1. Existencia de una Constitución del Estado Central. 

2. Existencia de relaciones jurídicas entre las partes. 

a) En las relaciones de coordinación el Estado Central y las enti­
dades territoriales ocupan una posición de igualdad, desde las que se dis­
tribuyen coordinadamente las diferentes competencias propias del Estado 
unitario. De este modo, el ciudadano está sometido al poder del Estado 
central en las materias de su competencia, mientras que en otras se en­
contrará sometido al poder de la entidad territorial a la que pertenezca. Un 
segundo elemento de las relaciones de coordinación viene determinado 
por la duplicidad de Cámaras; en una de ellas estarán representados los 
ciudadanos del Estado central en cuanto tales, mientras que en la segunda 
Cámara se encontrarían representadas las entidades territoriales como en­
tidades autónomas. En principio ambas Cámaras se fiallarían en relación 
paritaria. 

b) Relaciones de supra y subordinación. En este segundo grupo de 
relaciones se manifestaría la supremacía del Estado Central sobre las en­
tidades territoriales, pudiendo destacarse los siguientes extremos: 

" ' M. GARCÍA-PELAYO: op. cit., p. 233. 

'' Ibidem., pp. 231 y ss. Es obvio, por lo que a continuación se dice, que 
hemos hecho un traslado del esquema propuesto por García-Pelayo para el Estado 
Federal a lo que hemos venido denominando Estado compuesto. 
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— Sometimiento de la norma suprema de las entidades autónomas 
a la Constitución general; 

— primacía del Derecho del Estado Central; 

— existencia de un Tribunal superior que resuelva los conflictos sur­
gidos entre las partes; 

— facultades coactivas del Estado para hacer cumplir el orden ju­
rídico, en caso de incumplimiento por parte de las entidades 
territoriales; 

— competencia del Estado central para supervisar y vigilar el fun­
cionamiento de las entidades autónomas. 

c) Relaciones de inordinación ^. Dado que en un Estado compuesto 
se pretende realizar una síntesis entre un poder central y una pluralidad 
de poderes territoriales, este tercer tipo de relaciones harían referencia a 
la incorporación de las entidades territoriales autónomas, como tales, al 
conjunto total. Su manifestación sería la participación de las entidades 
territoriales, como personalidades autónomas, en la formación de la vo­
luntad del Estado Central y en la reforma de la Constitución. 

Partiendo de este esquema del profesor García Pelayo, cuya lógica 
interna considero Irreprochable y de difícil, si no imposible, sustitución para 
un funcionamiento correcto de un Estado compuesto y señalando la ad­
misión unánime, por parte de la doctrina española, con la denominación 
que se quiera, de la naturaleza compuesta de nuestro Estado autonómico, 
se impone analizar la Constitución para ver en qué medida se acomoda 
al esquema propuesto. Ello, en mi opinión, nos podría dar las claves para 
entender las disfuncionalidades que se aprecian en nuestro texto consti­
tucional desde su promulgación, puestas de relieve por la práctica existente 
desde esa fecha. 

C. Aplicación del esquema al Estado español 

Voy a proceder, por tanto, a la aplicación del esquema señalado a 
nuestra regulación constitucional ^°. 

^ Se acepta esta expresión de «inordinación» aunque, desde el punto de 
vista filológico, no parece la más adecuada. 

^ A pesar de los esfuerzos doctrinales, realizados hasta la fecha, por ra­
cionalizar nuestro Estado Autonómico de modo global, no se da una visión clara y 
simple de los elementos que lo forman; sin negar en absoluto la valiosidad de las 
aportaciones de la doctrina, creo que el esquema propuesto en este trabajo ayuda 
a entender nuestro Estado, en su complejidad. 
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1. La Constitución de 1978 sería la Constitución del Estado Central, 
entendiendo éste en sentido global; la naturaleza de Estado compuesto 
vendría determinada por el artículo 2 del texto al señalar que «la Consti­
tución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria 
común e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el de­
recho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la 
solidaridad entre todas ellas». El desarrollo de esta naturaleza compuesta 
del Estado se determina en el Título VIII y normas concordantes. 

2. Las relaciones que vertebran este Estado compuesto serían las 
siguientes: 

a) Relaciones de coordinación. Ya hemos visto que son aquellas 
en las que el Estado Central y los entes territoriales operan en plano de 
igualdad. En los artículos 148, 150 y 151 de la Constitución se recoge la 
distribución de competencias de un modo que, como mínimo, se ha de ca­
lificar de ambiguo y confuso; no se ha partido de manera clara de cualquiera 
de los procedimientos al uso en el Derecho Comparado y, en consecuencia, 
existen serias dudas respecto al alcance de determinadas cláusulas su­
mamente oscuras, aunque en el momento presente la doctrina ha realizado 
un gran esfuerzo para clarificar su alcance y los términos de tal distribución. 

Los sistemas tradicionales aludidos consisten en distinguir entre ma­
terias exclusivas, bien del Estado central bien de los entes autónomos, y 
materias concurrentes en que participan ambas partes. A su vez, las pri­
meras, pueden ser materias cuya legislación y ejecución pertenecen ex­
clusivamente al Estado Central, materias cuya legislación y ejecución per­
tenecen a los entes territoriales, materias cuya legislación corresponde al 
Estado y su ejecución a los territorios autónomos y, por último, materias 
cuya legislación pertenece a las autonomías y su ejecución al poder central. 
En cuanto a las materias concurrentes, es decir, las que pueden ser ejer­
cidas por una u otra parte, pueden presentar varias alternativas: que los 
entes territoriales sólo puedan legislar cuando el Estado Central no lo haga; 
materias atribuidas en principio a los territorios pero sobre las que el Es­
tado Central tiene competencias para ejercerlas a efecto de que posean 
una regulación unitaria; por último, materias cuya legislación básica per­
tenece al Estado Central y su desarrollo a las entidades territoriales. 

Desde un punto de vista formal se pueden seguir, a su vez, dos 
sistemas: bien se enumeran las competencias del Estado Central dejando 
el resto para los entes autónomos, o bien, aunque menos habitual, se enu­
meran las materias exclusivas de los entes territoriales entendiendo que 
las demás corresponden al Estado Central. 
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Este esquema, en teor ía senc i l lo , se hal la sumamen te confuso en 
nuest ra Const i tuc ión. Como expres ión de tal comple j idad ^̂  t ranscr ibo la 
c las i f icac ión normat iva rea l izada por el profesor TORRES DEL MORAL so­
bre la d is t r ibuc ión de competenc ias ent re Estado y Comun idades Autóno­
mas en nuest ra Const i tuc ión. 

«1. El eje del sistema es el artículo 149.1 de la Constitución, 
que establece las materias que son, en principio, de competencias ex­
clusiva de los órganos centrales del Estado. 

2. SI ése es el eje, el motor está en los estatutos de Autonomía, 
que son los que ponen en marchar el autogobierno, asumiendo algunas 
o todas las competencias que le permite el artículo 148.1 y, en virtud 
de la primera cláusula residual (art. 149.3), también cualesquiera otras 
que no les estén prohibidas por su atribución exclusiva a los poderes 
centrales. 

3. Realizada la anterior operación, la segunda cláusula resi­
dual, contenida en el mismo precepto, confiere al Estado Central la 
competencia sobre las materias no asumidas por los estatutos de Au­
tonomía. 

4. Como dice el Tribunal Constitucional, no toda referencia 
constitucional a los estatutos de Autonomía es un reconocimiento de 
competencia. 

5. La inclusión de una materia en el artículo 81.1 de la Cons­
titución como propia de Ley Orgánica determina la competencia legis­
lativa central sobre ella, puesto que sólo la Cortes Generales pueden 
producir este tipo de ley. Pero puede haber desarrollo normativo y/o 
ejecutivo autonómicos. 

6. Junto a la Constitución y a los estatutos de Autonomía, tam­
bién las leyes pueden regular competencias no asumidas por los es­
tatutos y no reservadas constitucionalmente al Estado Central. No obs­
tante, los artículos 147 a 149 de la Constitución se erigen en límites 
para la postestad legislativa de las Cortes en este cometido. 

7. Una vez establecido el reparto competencial, todavía las 
Cortes, como sabemos, pueden por ley marco atribuir facultades le­
gislativas a las Comunidades Autónomas en materia de competencia 
central; y por ley orgánica, transferirles o delegarles competencias de 
titularidad estatal, como efectivamente se ha dicho. Viceversa, me-

^̂  Complejidad derivada del intento de aunar criterios políticos muy dis­
pares, así como planteamientos ideológicos muy distintos y, por último, del carácter 
abierto del proceso, en el doble sentido que se señala. 
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diante ley de armonización pueden excepcionalmente invadir compe­
tencias autonómicas. 

8. Los decretos de traspaso de servicios no son títulos 
competenciales, no confieren la titularidad de una competencia. Esta 
titularidad debe tenerse por uno de los títulos antes referidos. Los men­
cionados decretos sólo marcan el comienzo del ejercicio de la com­
petencia y tienen, eso sí, un valor interpretativo en caso de duda 
respecto de una función o acto. 

9. Tampoco altera el cuadro competencial establecido la fa­
cultad estatal de gasto público y de subvención de organismos para 
su funcionamiento y para el desempeño de actividades determinadas. 
De lo contrario, todo terminaría pasando a la competencia de los ór­
ganos centrales dada su mayor capacidad de gasto. 

10. De igual modo les está vedado a los poderes centrales mo­
dificar el sistema competencial apoyados simplemente en su procura 
del interés general o de la igualdad y libertad reales y efectivas, de 
las que habla el artículo 9,2 de la Constitución. Estos fines deben al­
canzarse a través, y no en contra, del sistema de competencias fijado. 
Si la materia en cuestión tía sido asumida por un estatuto de autonomía 
como de competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma, este título 
es normalmente prevalente a esas otras consideraciones, si bien el 
interés nacional puede determinar una actuación extraordinaria de los 
poderes centrales.» ^̂  

En segundo lugar, dent ro de la coord inac ión , hay que seña lar la du ­
p l ic idad de Cámaras . Nuestra Const i tución establece unas Cortes b ica-
mera les , ca l i f icando al Senado, en el art ículo 69-1, como Cámara te r r i to r ia l . 
Ello parece apuntar, en pr inc ip io , al s ign i f icado que la Cámara posee en 
los Estados compuestos ; en cambio su s is tema de e lecc ión, así como su 
ámbi to competenc ia l hacen que sea una mera Cámara de segunda lectura 
y de representac ión ideológ ica; por otro lado, se establece un b icamera-
l lsmo des igua l en favor del Congreso de los Diputados ^ .̂ 

'̂  Op. cit., p. 536. La complejidad de esta descripción se vería aumentada 
si se tiene en cuenta que no se trata de un plan ya cerrado sino de un proceso aún 
abierto. 

" Aunque esta cuestión se examinará in extenso más adelante, aquí sólo 
se trata de poner de relieve que al definir el Senado como Cámara territorial, bien 
en la mente de los constituyentes o, si se prefiere, en la mens legis, tal definición 
abunda en el carácter compuesto que tiene el Estado, sin perjuicio del desarrollo, 
afortunado o no, que a tal territorialidad se le proporcionó. 
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b) Relaciones de supra y subordinación. En primer lugar, tendría­
mos la exigencia de sometimiento de las normas superiores de los entes 
territoriales a la Constitución del Estado Central, cuestión que no ofrece 
dudas en nuestra regulación al tener aquéllas naturaleza de leyes orgá­
nicas, aprobadas por las Cortes Generales (art. 146); sin embargo, es ne­
cesario matizar distintos tipos de procedimientos de elaboración, propuesta 
y aprobación. En segundo lugar, la primacía del Derecho del Estado Central 
viene determinada por el artículo 149-3 de la Constitución que dice expre­
samente que las normas del Estado... «prevalecerán, en caso de conflicto, 
sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido 
a la exclusiva competencia de éstas...» **. 

En tercer lugar, la Constitución establece un Tribunal Constitucional, 
creado en el Título IX, al que expresamente se atribuye, en el artículo 161, 
el pronunciarse sobre los conflictos de competencia entre Estado y Co­
munidades Autónomas o de éstas entre sí. Por último, la inspección y 
vigilancia se encuentra recogido en el artículo 155 de la Constitución, al 
señalar que «si una Comunidad no cumpliere las obligaciones que la Cons­
titución u otras leyes le impongan o actuare de forma que atente grave­
mente al interés general de España, el Gobierno, previo requerimiento del 
presidente de la Comunidad Autónoma y, en el caso de no ser atendido, 
con la aprobación por mayoría absoluta del Senado, podrá adoptar las me­
didas necesarias para obligar a aquélla al cumplimiento forzoso de dichas 
obligaciones o para la protección del mencionado interés general. Para la 
ejecución de las medidas previstas en el apartado anterior, el Gobierno 
podrá dar instrucciones a todas las autoridades de las Comunidades Au­
tónomas». 

c) Relaciones de inordinación. Es en este tipo de relaciones donde 
son más patentes las disfuncionalidades de nuestro Estado compuesto, 
pues, como hemos visto, no se prevé la participación de las Comunidades 
Autónomas, como tales, en la formación de la voluntad del Estado, aunque 
en el artículo 69-5 se apunte, tímidamente y de forma marginal, un esbozo 
de participación de las Autonomías en el Senado, a través de los senadores 
elegidos por sus Asambleas legislativas. Lo mismo sucede con la partici­
pación autonómica en la reforma de la Constitución estatal mediante su 

" Entre otros, vid. para esta cuestión: L. PAREJO ALFONSO: «La prevalencla 
del Derecho estatal sobre el regional (el artículo 149,3 de la Constitución)», 
CEC, Madrid 1981; I. OTTO Y PARDO, de: «La prevalencia del Derecho estatal 
sobre el Derecho regional», REDC, núm. 2, 1981; L. TOLIVAR ALAS: «El control 
del Estado sobre las Comunidades Autónomas», lEAL, Madrid 1981. 
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iniciativa y, en la fase de aprobación, a través de las representaciones, ya 
señaladas, que ostentan en el Senado ^̂ . 

De lo dicho hasta ahora se puede deducir que el esquema propuesto 
para un Estado de naturaleza compuesta, que reconoce entidades territo­
riales con personalidad propia, es aplicable a nuestra Constitución. Asi­
mismo considero que la no adecuación en determinados aspectos, ya se­
ñalados, es generadora de disfuncionalidades, no sólo teóricas sino tam­
bién prácticas, puestas de relieve en la realidad política cotidiana en los 
trece años de aplicación de la norma ^. 

Tales disfuncionalidades, criticables desde una perspectiva de ló­
gica institucional, no lo son tanto si nos atenemos a las circunstancias his­
tóricas en las que fue elaborada la Constitución. Es posible, incluso, que 
no existiera otro camino, sobre todo si tenemos en cuenta que en el plan­
teamiento originario se enfrentaban varias concepciones: centralistas re­
siduales, aceptando como mal menor la realidad que se imponía; regio-
nalistas, que englobaban hasta cierto punto la tradición derivada de la 
II República; federalistas de distinta índole (nadie precisó ni profundizó en 
qué tipo de federalismo se incardinaba), y también concepciones confe­
derales en su sentido más estricto. Esta yuxtaposición de ideas, aliviadas 
por el consenso, dieron lugar a la compleja normativa existente. 

EL ESTADO AUTONÓMICO COMO PROCESO DOBLE Y ABIERTO. 
EL PRINCIPIO DE VOLUNTARIEDAD 

De lo señalado hasta ahora se desprende que el sistema establecido 
por la Constitución inició un proceso doble, no cerrado, que implicaba la 
territorialización del poder político y administrativo del Estado, determi­
nando únicamente ciertas pautas de obligado cumplimiento en su desarro­
llo. Pero, lo que ha de considerarse muy importante, al menos desde el 
punto de vista jurídico pues desde el punto de vista político tiene otra lec­
tura, es que la unitariedad y centralización del Estado sería perfectamente 
mantenible si no se ejercían los derechos a la autonomía reconocidos en 

^ Vid. lo que se dice en la nota 61. 
^ Sirva como ejemplo la evolución de los índices de conflictividad, referidos 

exclusivamente a cuestiones planteadas ante el Tribunal Constitucional. Tales datos 
deben tomarse de modo Indicativo, pues se refieren solamente a conflictos judicia-
lizados; la conflictividad política, en sentido estricto, merecería un análisis aparte. 
M.A.P.: Evolución de la conflictividad entre el Estado y las Comunidades Autónomas 
(1981-1989), Madrid 1991. 
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el artículo 2 y desarrollados en el Título VIII. Por ello, al aprobarse el texto 
constitucional, se abrió un proceso de autonomización previsto por la 
propia norma: Título VIII, disposiciones transitorias ^^. 

La Constitución, por tanto, no creó un Estado de estructura descen­
tralizada sino que permitió esta organización, señalando las pautas a las 
que debería adecuarse. Este principio, llamado de voluntariedad o 
dispositivo ^̂ , implica el carácter renunciable del derecho a la autonomía 
y, en este sentido, se siguió un mecanismo similar al que,-en su día, es­
tableció la Constitución de 1931: en teoría podían coexistir territorios que 
ejercieran su derecho a la autonomía y otros que no, dependiendo e inte­
grándose en el Estado Central. 

En la elaboración práctica del mapa autonómico, al margen de ra­
zones constitucionales, han existido una serie de condicionamientos de he­
cho, preexistentes, y unos acuerdos entre las fuerzas políticas, efectuados 
extraparlamentariamente ^̂ ; finalmente, y en función de la armonización 
pactada entre los grandes partidos, un mimetismo en los sistemas de au­
tonomía de la mayoría de las regiones no históricas, en función de lo que. 
habría de ser este mapa. No es éste el momento de tratar sobre los distintos 
avatares y altibajos del proceso, sumamente estudiados por la doctrina "", 
pero lo cierto es que, en el momento actual, exceptuando los casos sin­
gulares de Ceuta y Malilla, nos encontramos con un mapa autonómico com­
pleto y cerrado; es decir, salvo la excepción señalada, hoy todos los ciu­
dadanos del Estado español se encuentran bajo una doble dependencia: el 
Estado y su Comunidad Autónoma, sin entrar, por ser inadecuado meto­
dológicamente, en otras dependencias de inferior rango territorial, como 
pudieran ser la provincia y el municipio. 

Llegados aquí, podría afirmarse sin lugar a dudas, que el proceso 
autonómico ha finalizado *\ Sin embargo, como he señalado, se trata de 
un doble proceso; la finalización del mapa autonómico no implica el ca­
rácter fijo y estático de tal proceso, pues éste posee otro aspecto de enorme 
importancia en el que nos encontramos: el no poco conflictivo ámbito com-

' ' Desde una perspectiva práctica, es necesario matizar que tal principio 
estaba ya, en el momento de la aprobación de la Constitución, sumamente condi­
cionado por el establecimiento de las Pre-Autonomías. 

^ Wcí. M. GARCÍA CANALES: «La reforma de los estatutos y el principio dis­
positivo», REDC, núm. 23, 1988. 

'" Vid. Acuerdos Autonómicos. Servicio Central de Publicaciones de la Pre­
sidencia del Gobierno, Madrid 1981. 

* Vid. L. VANDELLI: «El Ordenamiento español de las Comunidades Autó­
nomas», lEAL, Madrid 1982, y, en especial, la bibliografía citada en las pp. 421-422. 

"' Vid. E. GARCIA DE ENTERRÍA: La revisión del sistema de Autonomías terri­
toriales: reforma de Estatutos, leyes de transferencia y delegación, federalismo, 
Civltas, Madrid 1988. 
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petencial. Con ello me refiero, en prinner lugar, a la existencia de dos tipos 
de Comunidades: unas susceptibles de alcanzar el techo competencial pre­
visto en la Constitución desde su formación, y otras con ese techo limitado 
por un período de cinco años, según establece el artículo 148-2 de la misma. 
En segundo lugar, a la problemática concreta que ambos tipos pueden plan­
tear en la ulterior etapa. 

Podría parecer que la primera clase de autonomías no deberían ge­
nerar problemas en esta segunda fase; sin embargo, y no por casualidad, 
quizás sean las más conflictivas, debido a la complejísima regulación que 
el texto constitucional efectúa sobre la distribución de competencias, que 
ha supuesto multitud de conflictos en los años de vigencia ''̂ . En el caso de 
las Comunidades del segundo tipo, es problemático tanto el procedimiento 
como las directrices para alcanzar el techo aludido, debido a la confusión 
existente sobre la reforma de los Estatutos. Es preciso tener presente tam­
bién la existencia del principio de voluntariedad; con ello quiero decir que 
así como ha habido un acuerdo de los grandes partidos, de forma extra-
parlamentaria, sobre la confección del mapa autonómico, la cuestión no es 
tan sencilla a la hora de consumar la plena autonomía; no sólo debido a 
causas políticas sino estructurales y, sobre todo, de tipo económico, que 
pongan de manifiesto la innecesaria asunción de nuevas competencias por 
parte de alguna o algunas Comunidades Autónomas, para las que no se 
encuentran preparadas ni técnica ni financieramente. 

Tampoco es despreciable el aprovechar la ocasión de plantearse la 
reforma de los Estatutos (sea cual sea la vía elegida) para efectuar otras 
modificaciones singulares de los mismos en aspectos puntuales en que la 
práctica haya señalado deficiencias subsanables, sobre todo en aquellas 
Comunidades cuyos Estatutos fueron producto del mimetismo, desde el 
punto de vista institucional *^. Asimismo, ya con una jurisprudencia con­
solidada del Tribunal Constitucional, sería el momento de proceder a la 
homogeneización de criterios en cuanto a las relaciones Estado-Comunidad 
Autónoma, dada la presunta tendencia igualatoria a la que, en principio, 
estamos avocados. No es fácil, sin embargo, por la distinta genética de 
unos y otros entes territoriales, pues todo lo que no sea singularidad en­
contrará reticencias en las Comunidades históricas, con unos y otros ma­
tices. En mi opinión, cuando tales especificaciones se refieran a lo que 
constituye su singularidad ha de ser respetado, lo que no quiere decir que 
tal singularidad deba ser trasladada a ámbitos distintos, lo que supondría 
perjudicar el correcto funcionamiento y la necesaria coordinación entre el 
Estado y las Autonomías. 

" Vid. nota 39. 
"' Vid. F. J. GARCÍA ROCA: Contribución ai estudio de la forma territorial dei 

Estado españoi, Universidad Complutense, Madrid 1985. 
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En el momento de afrontar este hipotético fin del proceso nos en­
contramos, desde el punto de vista institucional, con una dificultad añadida. 
Ya se ha visto cómo no existe un instrumento de participación de las Co­
munidades Autónomas en la formación de la voluntad del Estado; ya se 
analizaron las razones tácitas o implícitas de tal carencia •". Por ello no es 
de extrañar que, en ámbitos diferentes, se formulen simultáneamente pro­
puestas que faciliten la negociación, ya que no la aprobación, del hipotético 
final del proceso: la gestación de un nuevo pacto autonómico entre las 
fuerzas políticas más relevantes, la reforma del Reglamento del Senado e, 
Incluso, la reforma constitucional. 

IV. PROBLEÍ\/IAS DERIVADOS DE UN HIPOTÉTICO FIN DEL PROCESO. 
LA SIMULTANEIDAD DE LA INTEGRACIÓN EN EUROPA 

Al llegar aquí surge la pregunta de si significará el fin del proceso 
el ampliar al máximo el techo autonómico de las distintas Comunidades, 
habiendo llegado a una hipotética igualación en el sentido expresado an­
teriormente. En principio pudiera contestarse afirmativamente ya que las 
previsiones constitucionales se habrían cumplido. Sin embargo, la cuestión 
no es tan clara, pues si bien técnicamente sería factible, razones de tipo 
político y estructural hacen prever que, a lo máximo, se logrará un avance 
más en la homogenelzaclón pero sin llegar a la misma, no ya entre las 
Comunidades históricas sino entre las demás. 

Otra pregunta a formular sería si la ampliación competencial hasta 
el máximo previsto en la Constitución, supondría la modificación de la na­
turaleza de nuestro Estado autonómico. En su momento se rechazaron, por 
no adecuadas, la tripartición técnico-jurídica clásica sobre las formas de 
Estado, habiendo propuesto la de Estado compuesto como único modo de 
entender cabalmente la estructura de nuestro Estado. Si de lo que se trata, 
admitida la descentralización política, es de medir grados, no cabe la menor 
duda, al menos en principio, de que un mayor ámbito competencial de las 
entidades territoriales, implica un mayor grado de intensidad de la auto­
nomía y entidad, aun como parte del Estado, de las Comunidades Autó­
nomas. Pudiera parecer cuestión baladí; para mí no lo es porque entiendo 
que, en un Estado de democracia clásica u occidental, los poderes públicos 
están al servicio del ciudadano, y su ejercicio sobre éste, sobre todo los 
más próximos, constituye el elemento conformador de la idea que el ciu­
dadano se forja sobre el poder; ello genera mentalidades y actitudes po-

Wd. Epígrafe 
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líticas que van a tener, a medio y largo plazo, a través del sufragio, re­
percusión en la evolución del Estado. Con todo, es pronto para aventurar 
cualquier tipo de juicio al respecto, pero creo importante tener presente la 
cuestión apuntada. 

Otro punto de interés, quizá mayor, al llegar a esta ocasión histórica 
de reconducción de la configuración del Estado en el ámbito de la descen­
tralización territorial, sería el tener en cuenta el hecho, también histórico, 
de estar inmerso en otro proceso, de idéntica naturaleza pero de signo 
contrario, al integrarnos en la Comunidad Europea *^. No cabe duda que 
ambas dinámicas, de signo contrario, no pueden ser tratadas de manera 
separada sino como partes integrantes de un solo conjunto. El lograr la 
definición definitiva o cuasidefinitiva de la estructuración del poder terri­
torial en nuestro Estado sin tener en cuenta el simultáneo y, de momento, 
acelerado proceso de integración europea como parte de un mismo pro­
blema, sólo puede llevar a planteamientos parciales que generen más con­
flictos de los que resuelvan o a no evitar, cuando menos, posibles proble­
mas futuros. Es curioso que la doctrina, dependiendo del área de la que 
provenga (Derecho Constitucional, Derecho Administrativo, Derecho Inter­
nacional, Relaciones Internacionales, ...) insiste en los procesos abiertos 
en uno y otro ámbito pero, en cambio, se echa de menos una consideración 
simultánea de los mismos; ello perjudica sobremanera la visión del con­
junto así como impide el prever soluciones, en uno y otro ámbito, que fa­
ciliten fórmulas coordinadas capaces de evitar malentendidos futuros. 

En cualquiera de los casos, la integración de España en la Comu­
nidad Europea, ha supuesto la realización de un traslado de competencias, 
tanto estatales como autonómicas, a los órganos de decisión comunitarios. 
Claro está que ello no tiene por qué suponer, en principio, la alteración de 
la distribución territorial del poder dentro del Estado; pero de la práctica 
producida en los Estados compuestos integrados en la Comunidad Europea, 
y más en concreto en Italia y Alemania, se ha generado un proceso de 
acumulación de poder en los Estados Centrales, en detrimento de los po­
deres propios de sus entidades territoriales ^^. Lo más curioso radica en 
que esta concentración, por la naturaleza del Derecho comunitario, no se 
ha producido de modo equilibrado entre los distintos órganos del Estado, 
sino que ha beneficiado sustancialmente a los Ejecutivos. 

Un inconveniente añadido deriva de la imprecisión de las compe­
tencias comunitarias, que no constituyen un corpus cerrado sino suma­
mente abierto y flexible, lo que posibilita una creciente expansión según 

"̂  M. FRAGA IRIBARNE: «LOS espacios regionales en el marco de la CEE», en 
su libro De Galicia a Europa, Planeta, Barcelona 1991, pp. 112 y ss. 

"' Vid. S. MUÑOZ MACHADO: El Estado, el Derecho interno y la Comunidad 
Europea, Civitas, Madrid 1986. En las pp. 291 y ss. incorpora una interesante bi­
bliografía comentada. 

93 



FAUSTINO FERNÁNDEZ-MIRANDA ALONSO 

se vaya progresando en la integración europea. No cabe duda que los Es­
tados, a través de los Ejecutivos, son los que adoptan las decisiones co­
munitarias; por ello, se podría hablar de doble proceso: ascendente (fase, 
de elaboración de las decisiones comunitarias) y descendente (fase de eje­
cución). No se trata aquí de pormenorizar en el estudio de esta proble­
mática, pues no es el objeto del trabajo, pero sí de apuntar la complejidad 
de la cuestión y sus indiscutibles consecuencias sobre la distribución de 
competencias que efectúa nuestra Constitución. 

Si nos detenemos en la llamada fase ascendente, cuyas competen­
cias corresponden a los distintos Ejecutivos estatales, se echa de menos 
en nuestro sistema político la existencia de cauces formalizados, que per­
mitan a las Comunidades Autónomas, como tales entidades territoriales, 
participar. A pesar de las previsiones de algunos Estatutos al respecto, 
artículo 20,3 del Estatuto Vasco, 23,2 del Estatuto de Andalucía, 37,1 del 
Canario y 27,4 del Catalán, los procedimientos para lograr la señalada par­
ticipación, son ambiguos y no debidamente perfilados ". 

No es de extrañar, por tanto, como veremos más adelante, que al­
gunas fuerzas políticas, al plantearse la reforma del Reglamento del Se­
nado, incorporen a sus propuestas previsiones a efecto de información y 
participación de las Comunidades Autónomas en la política exterior del 
Estado, y, en particular, en todo lo referente a la adopción y ejecución de 
medidas comunitarias que incidan en su ámbito competencial '^. 

V. EL ESTADO DE LA CUESTIÓN EN EL MOMENTO ACTUAL 

En el momento presente, y teniendo en cuenta lo expuesto hasta 
aquí, nos encontramos en una situación eminentemente dinámica, que im­
plica la adopción de una serie de decisiones encaminadas bien a poner fin 
al proceso que significan el artículo 2 y el Título VIII de la Constitución, bien 
a efectuar alguna remodelación que, al menos, suponga un avance sobre 

" A título de ejemplo, Wof. J. JIMÉNEZ UGARTE: «El Ministerio de Asuntos Ex­
teriores y la acción en el exterior de las Comunidades Autónomas», en Informe Pi 
i Sunyer sobre Comunidades Autónomas, Civitas, Barcelona 1990, pp. 240 y ss.; y 
J. TORNOS: «Disposiciones reglamentarias del Gobierno y de la Administración del 
Estado», en la misma obra citada, pp. 40 y ss., en lo que se refiere a subvenciones 
y aplicación del Derecho comunitario. 

'^ Vid. Epígrafe Vil. 
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lo existente '^^. Claro está que no se puede menospreciar una actitud de 
pasividad ante la necesaria evolución del proceso; sin embargo, parece 
que la mera pasividad o estancamiento es prácticamente imposible, por 
varias razones: 

— Porque la norma constitucional deja abierta la puerta a la am­
pliación de competencias en aquellas Comunidades Autónomas 
que no han alcanzado el máximo techo posible; la presión de 
estas entidades territoriales constituye un elemento de primer 
orden a tener en cuenta; 

— porque las fuerzas políticas actuantes en estas Comunidades o 
en algunas de ellas, aun perteneciendo a partidos de implanta­
ción nacional, constituyen un elemento de presión sobre los mis­
mos tendente a igual fin; ni que decir tiene las fuerzas políticas 
de signo nacionalista, así como los partidos regionalistas, aun 
con distintas perspectivas y finalidades ™. 

Así pues, la posiblidad de un estancamiento del statu quo actual, 
parece poco menos que imposible, ya que no lo desean ni las fuerzas po­
líticas actuantes en el Estado ni aquellas que operan en el ámbito auto­
nómico. 

Desechado el estancamiento, son tres las alternativas que se pueden 
plantear respecto al fin del proceso. En primer lugar se podría señalar el 
intento de finalización, según las previsiones constitucionales, remodelan-
do, a través de la reforma de los Estatutos, la vidriosa cuestión de la dis­
tribución de competencias. Una segunda hipótesis vendría determinada por 
la reforma constitucional, referida exclusivamente a este campo, en las dos 
cuestiones en que la norma adolece de lagunas e imprecisiones: en con­
creto, la insuficiente participación de las Comunidades Autónomas, como 
tales, en la formación de la voluntad estatal y el poner orden y claridad en 
la distribución competencial. Por último, la alternativa que de momento se 
está propugnando, consistirá en entender que con la reforma del Regla­
mento del Senado, se podrían paliar las deficiencias antedichas: partici­
pación de las Comunidades en la formación de la voluntad estatal y coor-

"̂  Vid. un análisis al respecto en E. GARCÍA DÉ ENTERRÍA: La revisión del 
sistema de Autonomías territoriales: reforma de Estatutos, leyes de transferencia 
y delegación, federalismo, Civitas, Madrid 1988. 

™ Las declaraciones de políticos autonómicos son reiterativas, con sentidos 
distintos, tanto de Comunidades históricas como de las que, en su día, se acogieron 
al artículo 143 de la Constitución; así lo pusieron de relieve las elecciones muni­
cipales y autonómicas de mayo de 1991. Como ejemplo, ver las declaraciones del 
presidente del Gobierno Autonómico de Aragón al diario El Sol, el 2 de agosto de 
1991. 
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dinación entre Estado y Autonomías en el ámbito competencial. A conti­
nuación se examinarán cada una de estas alternativas. 

A. Reforma de los Estatutos 

El proceder mecánicamente a completar el techo autonómico de 
aquellas Autonomías que accedieron a su autogobierno a través del ar­
tículo 151 de la Constitución, no deja de plantear problemas concretos ^'; 
es posible que cada Comunidad Autónoma, en ejercicio del principio de 
voluntariedad y en función de su situación real, intente dar un paso más 
en el ámbito competencial, pero sin pretender llegar al máximo posible. 
Por otra parte, también las Comunidades históricas intentarán, aun en el 
supuesto de llegar a la homogeneización de las demás Comunidades, am­
pliar sus competencias, si bien no en el ámbito legislativo —más o menos 
definidas por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional— sí en el ámbito 
de su ejecución. En cualquiera de los casos son dos las posibilidades que 
se pueden plantear desde una perspectiva global, pese a las dificultades 
señaladas: o bien se procede a un criterio de igualación, lo que, al menos 
desde el punto de vista competencial, nos acercaría en gran medida a la 
federalización material, o bien se procede al establecimiento de un sistema 
desigual, que no pondría fin al proceso en este ámbito, al menos sobre 
máximos, dejando abierta la puerta a ulteriores remodelaciones al alza, en 
aquellas Comunidades que no hubieran alcanzado el techo. 

En cualquiera de los casos, la finalización o cuasifinalización de este 
proceso, exige una ardua labor de entendimiento entre las fuerzas políticas 
y las Comunidades Autónomas, y ello, claro está, desde una perspectiva 
extraparlamentaria, desde el momento en que no existe institución estatal 
en la que se puedan debatir tales extremos. Ningún Gobierno se atrevería 
a plantear en el Parlamento tan grave y decisiva cuestión, bien a través de 
la reforma de los Estatutos bien mediante Ley Orgánica, sin que previa­
mente hubiera sido pactado, hasta en sus mínimos detalles, la remodela­
ción del ámbito competencial. 

^̂  No se plantea aquí la cuestión del procedimiento a seguir en cuanto al 
medio técnico-jurídico a través del cual se puede proceder a la ampliación del nivel 
competencial, en las Comunidades que accedieron a la autonomía según el artículo 
143 de la Constitución. Las posibilidades, sustancialmente, serían dos; la reforma 
de los Estatutos o de las Leyes previstas en el artículo 150,2 de la Constitución; 
respecto a esta problemática, vid. E. GARCÍA DE ENTERRÍA, op. cit. 
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B. Reforma de la Constitución 

La carencia de ese foro institucional ha generado algunas opiniones 
favorables a la reforma del texto constitucional ^̂ , a fin de convertir al Se­
nado en una auténtica Cámara de representación territorial. Esta posibi­
lidad ya fue apuntada en la doctrina en los primeros momentos de vigencia 
constitucional; así, por ejemplo, LEGUINA VILLA, al tratar de definir nuestro 
Estado, lo denomina Estado unitario regionalizable, señalando que el sis­
tema establecido por la Constitución en lo referente al Senado, es «un sis­
tema híbrido, con notorio predominio del escalón provincial sobre el es­
calón nacional o regional, que todo parece indicar ha sido adoptado como 
una solución rigurosamente provisional hasta tanto se regionalice plena­
mente el Estado, momento en el que con toda probabilidad habrá de aco­
meterse la necesaria reforma de la composición del Senado» °̂ . 

En cambio, en el momento presente, la reforma de la Constitución 
ha sido mayoritariamente desechada, por los riesgos que implica; riesgos 
que podrían reconducirse exclusivamente a uno, aunque multiforme: la di­
ficultad política de establecer el ámbito de tal reforma, una vez iniciado el 
procedimiento ^. Después de trece años de vigencia constitucional, la prác­
tica ha puesto de relieve la insuficiencia u oscuridad de muchas de sus 
disposiciones, sumamente discutidas. Iniciar la modificación constitucional 
traería como consecuencia, de modo inevitable, el que cuestiones muy pun­
tuales y controvertidas fueran también objeto de solicitud de revisión; me 
refiero a necesidades de reforma más políticas que técnicas, pues éstas 
ya han sido puestas de relieve por la doctrina en múltiples campos; plan-

=' Vid. Epígrafe VI. 
^ «Las Comunidades Autónomas», en A. PREDIERI y E. GARCÍA DE ENTERRÍA: 

La Constitución española de 1978. Estudio sistemático, Clvltas, Madrid 1980, p. 750. 
*• La apertura de un debate al respecto, pondría de relieve sus dificultades; 

cuestión distinta es el que se pueda llegar a acuerdos muy puntuales. Así, como 
veremos más adelante, la propuesta de reforma del Reglamento del Senado, hecha 
por el Grupo Parlamentario Vasco (PNV), no ve dificultad alguna en la reforma de 
la Constitución para hacer al Senado auténtica Cámara autonómica, ya que sólo 
requeriría el procedimiento simple previsto en el artículo 167 de la Constitución, 
que no exige disolución de las Cámaras. En cambio, en mi opinión, la cuestión es 
más ardua, porque una potenciación constitucional del Senado afecta a otros ór­
ganos constitucionales y sería preciso lograr un consenso, sobre todos los aspectos 
y matices, en relación a cuál sería el resultado final, en cuanto a su incidencia dentro 
del sistema constitucional y político. En todo sistema, entendiendo por tal «un todo 
relacional en el que cada una de las partes ocupa el lugar que le corresponde y 
no otro», cualquier variación en alguno de sus elementos repercute en todo el sis­
tema y, en consecuencia, es necesario tener previstas estas repercusiones a efecto 
de lograr el fin deseado y no otro. 
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teamientos muy diversos incorporados al texto por mor del consenso, no 
podían llevar a otra situación. 

Aun en la hipótesis de circunscribir la reforma constitucional al mero 
ámbito del Senado, adecuando el desarrollo de su regulación a lo que la 
propia Constitución establece en el artículo 69-1 («El Senado es la Cámara 
de representación territorial»), pone en tela de juicio otros muchos aspec­
tos, \i. gr., ¿es posible seguir manteniendo la representación en el Senado 
con base provincial e insular?, ¿bastaría con trasladar a las Comunidades 
Autónomas el cupo de representación que actualmente les corresponde por 
su territorio?, ¿estarían de acuerdo las fuerzas políticas en mantener el 
sistema electoral?, ¿bastaría el criterio de compensación, según el número 
de habitantes, que se contempla en el texto actual?; y, lo que es más im­
portante, admitiendo que el Senado sea Cámara de representación terri­
torial y se instrumenten los medios suficientes y eficaces para ello, ¿con 
qué naturaleza?, pues bien podría ser una Cámara que representase a la 
población de las Comunidades como tales o bien una Cámara en la que 
estuvieran representados los gobiernos autónomos ^̂ . 

En ambos casos, existe una cuestión de principio que es necesario 
dilucidar a priori: aunque hayamos rechazado la idea de la tripartición clá­
sica por inadecuada a nuestro actual sistema político —Estado unitario, 
federal o regional—; al fin de este proceso tendríamos un dato sustancial 
para aproximarnos a su calificación; y ello porque si se admite que la se­
gunda Cámara territorial es el ámbito de participación de las Comunidades 
Autónomas en la formación de la voluntad estatal, nos habríamos acercado 
de modo notorio a una federalización, pues en el fondo no se trata más que 
de reconocer la entidad política que supone la Comunidad Autónoma como 
un grupo singularizado, con intereses, fines y proyectos propios, sin tener 
en cuenta —al menos en esta fase del proceso— los intereses generales 
de la Comunidad estatal en que se integran. 

Otra cuestión distinta derivaría de un planteamiento menos radical, 
que se reduciría a desvincular la representación de los grupos ideológicos 
dominantes. Fácilmente se entenderá que, tanto en el supuesto de repre­
sentación de la población autonómica como de los gobiernos autónomos, 
se estaría pidiendo a los partidos políticos mayoritarios la renuncia a un 
statu quo institucional que, de futuro, pondría en duda su dominio en la 
segunda Cámara. 

" Aceptado el principio de representatividad del Senado como Cámara de 
las Comunidades Autónomas, habría que añadir la cuestión de la Igualdad o de­
sigualdad entre éstas; ver al respecto, en el Epígrafe Vil, las propuestas de Con­
vergencia i Unió y Nacionalistas Vascos, en las que se barajan ambos criterios: 
proporcionalidad e igualdad. 
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Por Último, y sin afán de exhaustividad, es necesario tener presente 
que se podrían banalizar los problemas aludidos, dado que la Constitución 
establece un claro predominio del Congreso de los Diputados y que los 
riesgos señalados serían de fácil solución institucionalmente, pero no se 
puede olvidar que si se inicia la reforma también se podrían modificar los 
ámbitos competenciales de Congreso y Senado. Si se sigue el modelo ale­
mán, habría que especializar al Senado como Cámara territorial y en este 
ámbito; es decir, en aquellas cuestiones directamente relacionadas con las 
Comunidades Autónomas. Aquí nos volveríamos a encontrar con otro pro­
blema: si se acudiría a una federalización igual o desigual; y en el segundo 
caso, cuál sería el criterio aplicable. 

Todo lo dicho no ha sido más que una reflexión respecto a una pro­
blemática que, con mayor o menor énfasis, han percibido las fuerzas po­
líticas, tanto nacionales como autonómicas, sobre todo en las Comunidades 
históricas. Creo que son muchas las alternativas y, en consecuencia, los 
puntos a debatir y acordar antes de proceder al siempre complejo me­
canismo de reforma; como veremos más adelante, determinadas fuerzas 
políticas solicitan la reforma constitucional, pero con un significado tan 
distinto, que manifiesta que en la actual situación se encuentra abierto el 
debate pero sin criterios claros que pudieran hacer progresar la reforma 
con visos de éxito. 

C. Reforma del Reglamento del Senado 

La imposibilidad política del estancamiento, en esta fase de la des­
centralización, y las dificultades significativas que conlleva la reforma cons­
titucional, ha llevado al Gobierno, con cierto apoyo doctrinal, a intentar 
finalizar el proceso a través de la reforma del Reglamento del Senado. 

El Gobierno, con un consenso de las fuerzas políticas, ha aceptado 
esta solución y, aun con muchos matices, se ha podido llegar a una formu­
lación parlamentaria, a través de la Ponencia de la Comisión de Regla­
mento del Senado. En la sesión de 25 de abril de 1990 se adoptó un acuerdo 
tendente a iniciar el procedimiento parlamentario sobre reforma del Re­
glamento, que permita la territorialización de la Cámara. 

Antes de examinar las propuestas de los grupos parlamentarios, que 
van a dar lugar al acuerdo de 25 de abril de 1990, ya señalado, considero 
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necesario recordar el marco institucional en el que operan ^. Ya se ha visto 
cómo, en la regulación constitucional, el Senado se encuentra subordinado 
al Congreso; es decir, se encuentra limitado en sus competencias desi­
guales ad minor respecto a la otra Cámara. Casi se podría afirmar que sus 
atribuciones, en paralelo con el Congreso, y aunque sean de naturaleza 
territorial son mínimas ^^. Pero, por si ello fuera poco, el actual Reglamento 
del Senado aún las reduce más, desde el punto de vista operativo; así, los 
denominados grupos territoriales han sido regulados de modo limitativo y, 
como se ha llegado a decir, con un carácter hostil. Esta situación de indi­
gencia se manifiesta en varios aspectos, que pueden reducirse a cinco: 

a) El artículo 27-1 del Reglamento exige un número de diez sena­
dores para la creación de un grupo parlamentario, esto impide la creación 
de un grupo territorial, si tenemos en cuenta el sistema de elección y el 
modo de designación de los componentes del Senado desde el punto de 
vista territorial. 

b) Si lo que se pretendió fue el fraccionamiento de las fuerzas po­
líticas en la organización interna de la Cámara, el número establecido es 
realmente inoperante; por si fuera poco, el artículo 27-3 impide a las for­
maciones que hayan concurrido a las elecciones formando parte de un mis­
mo partido, federación, coalición o agrupación electoral, integrarse en más 
de un grupo parlamentario, con lo que se evita a quienes se integren en 
un grupo ideológico, crear un grupo territorial. 

c) Por tanto, la admisión de grupos territoriales ha de efectuarse 
dentro de los grupos parlamentarios, con todas sus consecuencias. 

d) A esta evidente y obvia limitación a la formación de grupos par­
lamentarios de naturaleza territorial, ha de añadirse el escaso número de 
competencias que pueden desempeñar los grupos territoriales en el pro­
cedimiento parlamentario, estando mediatizados en su ejercicio, además, 
por la intervención del grupo parlamentario. 

'^ Entre otros, vid. para este tema: E. AJA: «Por un Senado de las nacio­
nalidades y regiones», en G. TRUJILLO (comp.): «Federalismo y regionalismo», CEC, 
Madrid 1979; E. AJA y X. ARBÓS: «El Senado, Cámara posible de las Autonomías», 
REP, núm. 17, 1980; F. FERNÁNDEZ SEGADO: «La funcionalidad del Senado en cuanto 
Cámara de representación territorial», Revista Vasca de Administración Pública, 
núm. 13, Oñate 1985; P. GARCIA-ESCUDERO y B. PENDAS: «El Senado en el sistema 
constitucional español. Realidades y perspectivas», RCG, núm. 1, 1984; X. PIBERNAT 
DOMENECH: El Senado en la Constitución española de 1978, Universidad Autónoma, 
Barcelona 1984; R. PUNSET BLANCO: «El Senado en la nueva Constitución española», 
RFDUC, núm. 57, 1979. 

^̂  Vid. J.M. MORALES ARROYO: «Notas en torno a la reforma del régimen ju­
rídico del Senado español», en La Ley, núm. 3, 1989, p. 954. 
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e) Las competencias de los grupos territoriales son las previstas, 
con carácter de numerus clausus, en los artículos 32-3 y 137-3 del Regla­
mento; no cabe, con la actual regulación en las manos, una interpretación 
extensiva de sus atribuciones; para ellos no existen poderes implícitos o 
resultantes. 

En resumen, los grupos territoriales son ancillares de los grupos 
parlamentarios; éstos ostentan el protagonismo político y, sólo con su con­
sentimiento, podrán tener una exigua participación los grupos territoriales 
constituidos. La práctica parlamentaria existente hasta el momento, es re­
levante en este sentido. Ante esta situación no es de extrañar que sea 
legítimo empezar por donde se debe empezar; es decir, por el principio. 
No se trata de discutir la Insuficiencia notoria de la regulación constitucio­
nal, sino de señalar que esa insuficiencia ha continuado en el desarrollo 
interno del funcionamiento del Senado: no sólo limitando sino, incluso, ex­
cluyendo la posibilidad de territorialización del mismo ^. 

Parece lógico, en consecuencia, no desdeñar una iniciativa de esta 
naturaleza; de ahí el interés que tienen, a mi entender, las propuestas efec­
tuadas por todos los grupos parlamentarios, así como el consenso iniciado 
en el procedimiento. Desde luego no van a resolver el problema de fondo, 
desde un punto de vista constitucional, pero pueden sentar las bases para 
una evolución positiva y favorable respecto a la construcción de un autén­
tico Estado de las autonomías; posibilitarán que los pasos formales pos­
teriores estén fundamentados en un debate previo, profundo y pactado. 

VI. ANÁLISIS DE LAS PROPUESTAS DE REFORMA DEL REGLAMENTO 
DEL SENADO 

A. Cuestiones previas 

Ya se ha visto ^̂  la posición jurídico constitucional en la que se en­
cuentra el Senado en nuestro ordenamiento; pese a su definición como 

°̂ A la hora de comprender el origen de una regulación tan restrictiva, baste 
con pensar la fecha de discusión y aprobación del Reglamento, fecha en la que aún 
no se había diseñado el mapa autonómico, con lo que el fundamento del misno no 
es sino el de una segunda Cámara de representación ideológica. 

=' Vid. Epígrafe II. 
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Cámara territorial, en su momento se puso de relieve su naturaleza de 
Cámara de segunda lectura, que obedece tanto a razones de tipo estructural 
como funcional. Considero que no es preciso repetir que, desde el pun­
to de vista funcional (arts. 155, 150-3, 145, 158, 168) las competencias del 
Senado son secundarias respecto al Congreso, normalmente deben ser 
ejercidas en un breve lapso de tiempo y sus decisiones, salvo los casos 
previstos en los artículos 153, 155 y 158, pueden ser revocadas por la Cá­
mara Baja, incluso en aspectos tan decisivos para las Comunidades Au­
tónomas como la reforma de sus Estatutos, el supuesto del artículo 149 
amén de los previstos en el artículo 150. Si es claro el carácter ancillar del 
Senado respecto del Congreso, hay que añadir que esta Cámara no repre­
senta a las Comunidades Autónomas, pues en la realidad actual y desa­
rrolladas las previsiones constitucionales, solamente son designados por 
ésta una quinta parte de los senadores; el resto son elegidos por las pro­
vincias y las islas. 

Desde un punto de vista operativo, la práctica parlamentaria ha de­
mostrado que, ideológicamente, el Senado es un duplicado del Congreso, 
en contra de algunas previsiones de los Constituyentes ^°; pero es que ade­
más, desde el punto de vista organizativo interno de la Cámara, como ya 
se ha señalado, los grupos territoriales son inoperantes debido a su de­
pendencia de los grupos ideológicos. 

Desde una perspectiva estrictamente poiitica, tampoco los senado­
res tienen el personal más adecuado para una Asamblea que pretende 
realizar una representación territorial; los senadores se caracterizan por 
su menor relevancia política y técnica y así lo demuestra la ausencia de 
líderes políticos de la Cámara Alta. De ahí deriva el que su actuación no 
suscite entusiasmo e, incluso, interés en la opinión pública; tampoco han 
contribuido los gobiernos sucesivos a eliminar o aminorar esta idea ^\ 

En consecuencia, ni la configuración jurídico constitucional, ni su 
desarrollo reglamentario, ni siquiera la práctica política, han contribuido a 
situar al Senado en la posición de Cámara territorial señalada en el artícu­
lo 69-1 de la Constitución. Hasta ahora la Cámara Alta solamente ha servido 
para corregir proyectos o proposiciones de ley que adolecían de vicios de 
constitucionalidad, así como de errores técnicos o inoportunidad política. 
Siguiendo en este terreno de la práctica, el Senado también ha sido apro­
vechado para llevar a buen término proyectos legislativos sobre los que no 
se había logrado el acuerdo deseado en otros ámbitos. Ahora bien, tales 

™ Vid. el análisis efectuado por F. FERNANDEZ SEGADO: «La construcción del 
Senado en el proceso constituyente», REP, núm. 38, 1984; sobre las consecuencias 
de la enmienda del diputado Alzaga en la Comisión Constitucional del Congreso. 

'̂ Después de trece años, el problema de la estructura del Senado ya no 
es sólo una cuestión de definición de un Órgano, sino de la existencia de una pieza 
fundamental que necesita el sistema político para su congruencia. 
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actuaciones no legitiman lo que hasta hoy ha constituido la funcionalidad 
del Senado en la práctica de nuestro sistema político. 

Por todo lo dicho, la pretensión de potenciar el papel del Senado 
sólo será significativa si se centra en la definición constitucional del artícu­
lo 69-1 como Cámara territorial. Con anterioridad ^̂  se ha hablado de que 
en el esquema de un Estado compuesto, la Cámara territorial incide en dos 
de sus relaciones típicas, las de coordinación e inordinación, así como la 
insuficiencia con que se regulan ambas en nuestra Constitución; en con­
secuencia, si de algún modo se quiere potenciar el Senado, sólo es posible 
en esta línea. 

Sin embargo, convertir al Senado en una auténtica Cámara repre­
sentativa de las autonomías, no es tarea fácil, pues nos encontramos con 
la necesidad, en sentido jurídico estricto, de reformar la Constitución, dada 
la configuración que en la misma se le ha dado. Con todo, el intento de 
agotar las vías para lograr la territorialización, dentro de los límites im­
puestos, no deja de ser loable y posible, en tanto en cuanto obedezcan a 
un auténtico pacto político respecto lo que haya de ser el Senado en el 
futuro; si ese pacto se logra, puede servir para abrir caminos que faciliten 
la coordinación e inordinación del Estado y las Comunidades Autónomas. 

B. Delimitación del tema 

Descartada la reforma constitucional a efecto de potenciar el papel 
del Senado en nuestro sistema político, las distintas fuerzas parlamentarias 
se han centrado de modo unánime en su revitalización y, como luego se 
verá, existen bajo distintas ópticas, diversos modos de realizarlo, con un 
solo punto coincidente: convertir al Senado en Cámara de representación 
territorial a través de la reforma de su Reglamento. 

Esta cuestión se plantea esencialmente, desde el punto de vista pro-
cedimental, ante la Ponencia de la Comisión de Reglamento, por iniciativa 
del partido del Gobierno, con la idea de propugnar el carácter territorial de 
la Cámara. Los distintos grupos parlamentarios del Senado incluyen en sus 
propuestas, junto a las medidas tendentes a la territorialización, otras cues­
tiones que afectan in genere a un mayor protagonismo de otra naturaleza; 
se han desechado estas sugerencias para centrarse exclusivamente en el 
análisis de todo aquello que pueda servir a la territorialización de la ins­
titución. Este examen puede aportar las posiciones reales de los partidos. 

Vid. Epígrafe lll-B. 
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SU pensar y sentir, aunque sólo en este punto, respecto de la consideración 
transitoria, o, en su caso, final, del Estado de las autonomías. 

C. Cuestiones procedimentales 

Las propuestas efectuadas por los grupos parlamentarios obedecen 
a una etapa inicial de acuerdo político entre las distintas fuerzas de la 
Cámara, tendente a la reforma del Reglamento; ello se deduce del hecho 
cierto de que los grupos parlamentarios socialistas (18 abril 1990), mixto 
(Iniciativa per Catalunya-Izquierda Unida) (22 marzo 1990) y nacionalistas 
vascos (26 marzo 1990), dirigen su escrito al presidente de la Comisión de 
Reglamento, mientras Convergencia i Unió (26 marzo 1990), Centro De­
mocrático y Social (26 marzo 1990) y Popular (22 marzo 1990) al presidente 
del Senado. Todas estas propuestas serán remitidas, como es obvio a la 
Comisión de Reglamento, prevista en el artículo 49-2 in fine de esta norma. 
Desde esta instancia se les da traslado a la Ponencia de la misma quien, 
en su reunión de 25 de abril de 1990, adopta un acuerdo al respecto, sobre 
el que volveremos más adelante. Posteriormente, el Grupo Mixto envía un 
escrito el 8 de mayo de 1990, solicitando se incorpore al anteproyecto de 
reforma la institucionalización y reglamentación del debate sobre las Au­
tonomías, con periodicidad anual y participación del presidente del Go­
bierno; a su vez, el Grupo Popular, el 30 de octubre de este mismo año, 
remite a la Comisión un proyecto articulado de adaptación de las propues­
tas de los distintos grupos al señalado acuerdo de la Ponencia de 25 de 
abril. Por último, con fecha 19 de febrero de 1991, se añade un nuevo apar­
tado al inicial acuerdo de la Ponencia de 25 de abril de 1990, por el que 
se admite la posibilidad de incorporar a los trabajos parlamentarios del 
Senado, la utilización de otras lenguas oficiales, aparte del castellano. 

Dicho lo anterior, parece adecuado el proceder a un análisis indi­
vidualizado de cada una de las propuestas y a continuación un examen del 
Acuerdo de la Ponencia de 25 de abril de 1990. 

D. Propuestas de los grupos parlamentarios 

Como ya se indicó, adquiere una importancia sustancial la opinión 
adoptada por cada grupo parlamentario sobre la territorialización del Sena-

*" La documentación utilizada a partir de aquí es inédita. El principio de 
publicidad de los trabajos parlamentarios es la base para su uso; vid. el Título X 
del Reglamento del Senado. Cada uno de los documentos presentados tienen la 
fecha de entrada en la Comisión de Reglamento del Senado. 
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do; con ello se va a señalar, no sólo el criterio de cada grupo respecto a 
la misma, sino también lo que significa la idea de territorialización para 
cada fuerza política. Si bien no se pretende sacar conclusiones generales, 
sí muy indicativas respecto de las opiniones partidistas en fecha tan re­
ciente. 

Propuesta del Grupo Parlamentario Socialista para la reforma 
del Reglamento del Senado (18 abril 1990) 

Esta propuesta parte de la madurez del sistema parlamentario es­
pañol, así como de la exigencia de un desarrollo equilibrado del Estado 
Autonómico, que aconseja potenciar la función territorial del Senado. Con­
siderando el carácter abierto de la Constitución y la formulación realizada 
por su artículo 69-1, se entiende necesario precisar el carácter territorial 
del Senado respecto a la designación de senadores por las Asambleas 
Parlamentarias de las Comunidades Autónomas, así como el contenido del 
artículo 155 de la Constitución en lo que se refiere al requerimiento a aqué­
llas del cumplimiento de sus obligaciones constitucionales y legales. 

Este grupo parlamentario considera que la situación actual sugie­
re la conveniencia de que el Senado sirva como foro permanente de en­
cuentro entre la Administración central y autonómica, en un doble sentido: 
formación de la voluntad estatal conjunta y canalización constructiva de los 
acuerdos y discrepancias que se susciten en la vida política cotidiana. 

Se hace referencia a la introducción de usos parlamentarios con­
sensuados, que permitan la participación de miembros de los Consejos de 
Gobierno de las Autonomías en la preparación y desarrollo de sus debates; 
en esta línea de generación de usos parlamentarios se manifiesta la 
necesidad de participación de representantes de las instituciones auto­
nómicas en las Comisiones de Autonomía, Organización y Administración 
Territorial y Seguimiento del Fondo de Compensación Interterritorial; la 
consolidación y ampliación de tales usos, sobre lo que existe opinión coin­
cidente del resto de los grupos parlamentarios, supondría un avance sig­
nificativo en la territorialización del Senado. 

El Grupo Parlamentario Socialista concluye su propuesta con la po­
sibilidad de que los distintos grupos suscriban un acuerdo inicial básico 
fundamentado en seis puntos (que van a coincidir con el Acuerdo de la 
Ponencia de 25 de abril de 1990), tramitado ante la Ponencia de la Comisión 
de Reglamento, constituida por los portavoces de todos los grupos parla­
mentarios, para su posterior precisión y desarrollo; sin este imprescindible 
consenso, no existirían las condiciones políticas necesarias para abordar 
la reforma del Senado. 
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Proyecto de territorialización del Senado del Grupo Popular 
(22 marzo de 1990) 

La propuesta del Grupo Popular parte de la necesaria presencia de 
las Comunidades Autónomas en el Senado. Para ello propone lo siguiente: 

a) La comparecencia —a petición propia— de los presidentes Au­
tonómicos en el Pleno y en las Comisiones; la presencia de los presidentes 
de las Comunidades Autónomas en el Pleno, así como presencia y parti­
cipación de los citados presidentes en la Comisiones de Autonomía y de 
Seguimiento del Fondo de Compensación Interterritorial. 

b) El reforzamiento de la Comisión de Autonomías, aumentando 
considerablemente el número de miembros y arbitrando una configuración 
de la misma «que permita que esté constituida exclusivamente o en su 
mayor parte por los senadores designados por la Comunidades Autónomas 
según el articulo 69,5 de la Constitución». Se mantendrían las competencias 
actuales pero se añadirían otras nuevas: la posibilidad de articulación de 
la voluntad de las Comunidades Autónomas, a través del Gobierno, ante 
los órganos de las Comisiones Europeas; lograr, mediante esta Comisión, 
que el Senado pueda desempeñar «el papel de fuente de información para 
las Comunidades Autónomas de cuantos proyectos de todo tipo puedan 
afectar a sus intereses y que se tramiten ante ios organismos de las Co­
munidades Europeas»; por último, sugiere que se «establezca el oportuno 
procedimiento reglamentario para que cuando una Comunidad Autónoma 
entienda que una determinada cuestión que afecta a sus intereses, deba 
ser considerada por los organismos de la Comunidad Europea, pueda plan­
tearla ante esta Comisión, con objeto de que, previa deliberación, pueda 
adoptar en su caso la correspondiente moción favorable, de la que se daría 
cuenta inmediata al Gobierno así como a la propia Comunidad Autónoma 
peticionaria». 

c) La creación de Comisiones territoriales, una por cada Comuni­
dad Autónoma, para posibilitar la «emisión de criterio». Cada una de estas 
Comisiones quedaría integrada, automáticamente al inicio de cada legis­
latura, por todos los senadores elegidos en el territorio de la Comunidad 
Autónoma correspondiente, así como por los designados por las mismas; 
en cada Comisión, ai constituirse, se elegiría, entre sus miembros, a un 
presidente y un secretario, como mínimo. 

En cuanto a sus funciones, es sustancial lo que la propuesta de­
nomina «emisión de criterio territorial» sobre los proyectos y proposiciones 
de ley que les efecten; asimismo se establecen procedimientos para la 
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tramitación de dicha emisión de criterio, el cual «posibilitaría la auténtica 
territorialización del Senado, ya que gracias a este sistema se podrían pa­
tentizar en la Cámara de forma complementaria las necesidades, reivin­
dicaciones, posiciones y puntos de vista de las Comunidades Autónomas 
sobre aquellos asuntos de carácter legislativo que directamente les afecten, 
sin perjuicio del criterio básico de los órganos de Gobierno propíos de las 
mismas». 

Estas Comisiones no perturbarían las funciones de las Comisiones 
Legislativas, ni mermarían las competencias que el Reglamento actual con­
fiere a la Comisión de Autonomías, puesto que se trataría de proporcionar 
criterios a tener en cuenta por aquéllas a la hora de elaborar un dictamen 
sobre un proyecto o proposición de ley, lográndose de este modo que en 
la Cámara operasen simultáneamente el principio político y el principio 
territorial. Por otro lado, no complicarían el procedimiento actual ya que 
las Comisiones territoriales sólo serían operativas en caso de entrada en 
el Senado de proyectos o proposiciones de ley que afectasen a intereses 
de las Comunidades Autónomas. 

d) La potenciación de los grupos territoriales, por dos razones: for­
talecerían el carácter territorial del Senado y desempeñarían funciones 
complementarias de las realizadas por las Comisiones territoriales pro­
pugnadas. Para ello se propicia la ampliación de sus actuales competen­
cias, en lo que se refiere a la asistencia a la Junta de Portavoces y a con­
sumir turno en el Pleno en el que se debatan cuestiones que afecten de 
modo especial a su Comunidad Autónoma. Estas facultades deben com­
pletarse con la posibilidad de que tales grupos intervengan activamente 
en la vida del Senado, como tales grupos territoriales, tanto en el proce­
dimiento legislativo como en el control del Gobierno. 

Propuesta de reforma del Reglamento del Senado del Grupo 
Parlamentario Centro Democrático y Social (26 de marzo de 1990) 

La propuesta que contemplamos no se reduce al ámbito territorial, 
sino que afecta también al régimen de debates, a las deficiencias en los 
medios de control, a la regulación del procedimiento legislativo, etc.; se 
ocupa, pues, sólo parcialmente de la función territorial del Senado. En con­
secuencia, postula que la reforma debería operar en dos direcciones po-
tenciadoras de la institución: como Cámara de segunda lectura y como 
Cámara territorial. 

Este grupo parlamentario descarta expresamente la reforma de la 
Constitución y propugna llegar a acuerdos políticos y a modificaciones le­
gislativas a fin de obtener un desarrollo pleno de la definición constitucional 
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de la Cámara. Para el logro de estos fines, en lo que afecta a los aspectos 
territoriales, la propuesta se sustanciaría en los puntos siguientes: 

a) Dado que el Gobierno no es responsable ante el Senado, es 
factible la elección diferenciada en el tiempo respecto al Congreso, con el 
fin de ligar las elecciones al Senado con las autonómicas y municipales, 
al menos en las Autonomías que accedieron a través del artículo 143. 

b) Regular, con mayor fidelidad a la Constitución, la intervención 
del Senado en la distribución del Fondo de Compensación Interterritorial. 

c) Posibilitar la audiencia de las Comunidades Autónomas, Cor­
poraciones Locales y Comisiones especializadas del Senado en el proce­
dimiento de elaboración de anteproyectos de ley y de reglamentos, al me­
nos en aquellos de carácter territorial. 

d) Atribución a alguno o algunos de los órganos de la Cámara la 
competencia de calificar como territoriales los proyectos de ley o de re­
glamentos. 

e) Establecimiento de un mecanismo consensuado que permita «a 
las Comunidades Autónomas, de un lado, tener presencia en las delega­
ciones españolas ante las Comunidades Europeas, y del otro, tener parti­
cipación en el diseño de la norma y medidas de adaptación o ejecución del 
Derecho Comunitario, al menos en el área de su respectivo interés». 

f) A fin de lograr la especialización del Senado, se precisa lograr 
un acuerdo político en virtud del cual queden reservadas al Senado, como 
regla general, las comisiones de investigación y estudio, o, en su caso, 
constituir comisiones mixtas. 

En cuanto al contenido concreto de la reforma, referida a la función 
territorial del Senado que establece la Constitución, se considera que «el 
Senado como Cámara de representación territorial debe operar como ór­
gano de encuentro entre el Poder Central, Comunidades Autónomas y Po­
deres Locales»; para ello sería necesario: 

«Primero.—Dar un papel de mayor relevancia al Senado en la 
deliberación de las leyes territoriales, definidas y calificadas como más 
arriba se ha señalado. 
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Segundo.—Potenciar el papel de los senadores designados por 
las Comunidades Autónomas como nexo de unión entre todos los Par­
lamentos del Estado. 

Tercero.-Utilizar en el mismo sentido las Comisiones especia­
lizadas de la Cámara. 

Cuarto.—Centralizar en el Senado el registro de todos los ins­
trumentos de colaboración y coordinación entre el Estado y las Co­
munidades Autónomas de un lado y de las mismas Comunidades en­
tre sí. 

Quinto.—Reformar la composición de las Comisiones especia­
lizadas de la Cámara, a fin de facilitar la colaboración en los trabajos 
de las mismas de representantes de las Comunidades Autónomas y 
de los Poderes Locales. 

Sexto.—Establecer la celebración anual de un debate sobre el 
Estado de las Autonomías. 

Séptimo.—Establecer un procedimiento para que los presiden­
tes de las Comunidades Autónomas puedan remitir al Pleno o a las 
Comisiones del Senado comunicaciones e informes para sus debates, 
en términos similares a los que dispone el actual artículo 182 del Re­
glamento de la Cámara. 

Octavo.—Modificar el régimen de propuestas de los miembros 
de órganos constitucionales o con relevancia constitucional que com­
peten al Senado de tal modo que él mismo incluya como trámite ne­
cesario la participación de representantes de las Comunidades Autó­
nomas». 

Borrador de propuesta de reforma del Reglamento del Senado en 
relación con la Comisión de Comunidades Autónomas del Grupo 
Parlamentario Mixto (Iniciativa per Catalunya-Izquierda Unida) 
(22 de marzo de 1990) 

Ent iende el escr i to en su preámbulo , la inexcusable neces idad de 
re forma const i tuc ional , en lo que se ref iere a la e lecc ión, compos ic ión y 
competenc ias del Senado, para conver t i rse en autént ica Cámara de repre­
sentac ión te r r i to r ia l . La re forma del Reglamento só lo puede entenderse 
como un pr imer paso; para el lo cons idera impresc ind ib le la c reac ión de lo 
que denomina «Comis ión de Comunidades Autónomas». 

Acompaña a la propuesta un texto ar t icu lado en el que se cont ienen 
la compos ic ión , func iones y otros aspectos de la c i tada Comis ión , que ser ía 
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permanente y no legislativa. Estaría compuesta por los senadores desig­
nados por las Comunidades Autónomas conforme al artículo 69-5 de la 
Constitución, y en ella podrían participar los presidentes de las distintas 
Autonomías, así como los presidentes de sus Asambleas legislativas, con 
voz pero sin voto, previéndose sus sustitución por un consejero o vicepre­
sidente, respectivamente. 

En cuanto a las funciones, la citada Comisión deberá emitir dictamen 
preceptivo sobre la incidencia en el ámbito autonómico de cada uno de los 
proyectos o proposiciones de ley que tramiten las Cortes Generales, se­
ñalando, en su caso, si se produce invasión de competencias. Se estable­
cen, a continuación, normas procedimentales internas. 

Esta Comisión tendrá el carácter del permanente, no legislativa, con 
el fin de poder realizar encuestas o estudios sobre todas aquellas materias 
que estimen con incidencia autonómica. Por último, se propone que en tal 
Comisión puedan ser utilizadas, oralmente y por escrito, todas las lenguas 
que tengan el carácter de oficiales en alguna Autonomía. Como ya se dijo, 
el 8 de mayo de 1990 se amplió la propuesta incorporando la petición de 
institucionalizar y reglamentar el debate sobre las Autonomías, con perio­
dicidad anual y participación del presidente del Gobierno. 

Propuesta para la reforma del Reglamento del Senado, orientada 
a la consolidación de su carácter de Cámara territorial, del Grupo 
Parlamentario Convergencia i Unió (26 de marzo de 1990) 

En el preámbulo, este grupo parlamentario parte de la necesidad de 
acometer la reforma de la Constitución, pues «los límites que en ésta se 
imponen al funcionamiento de la Cámara Alta, impiden que por la única vía 
de la reforma de su Reglamento puedan alcanzarse cambios sustanciales 
en orden a lo que hasta aflora viene siendo en la práctica la vida del 
Senado». Se propicia la definición del Senado como institución «a través 
de la cual, las Comunidades Autónomas cooperan en la legislación y en 
el control de la Administración del Estado, al estilo de lo que representa 
el Bundesrat alemán, aunque ello implicaría la reforma de la Constitución..., 
reforma que no debe descartarse y que no comporta ningún riesgo para la 
estabilidad político institucional del sistema democrático español. Pero que 
asimismo no requiere de ninguna decisión urgente por cuanto conviene 
afrontarlo en el momento en que políticamente parezca más oportuno». 

En consecuencia con lo dicho, para este grupo parlamentario, la re­
forma del Reglamento del Senado «debe tender más a los aspectos sim­
bólicos que a un cambio en la naturaleza intrínseca del mismo»; ir más allá 
en la reforma del Reglamento, sin reformar la Constitución «podría contri­
buir a un reforzamiento contradictorio del Senado como Cámara ideológica, 
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no territorial; es decir, atribuir decisiones al Senado en temas que afecten 
a las Comunidades Autónomas sobre la base de mayorías políticas, podría 
perjudicar sensiblemente los intereses y derechos de dichas Comunida­
des». 

De acuerdo con lo dicho, la propuesta se centra en los siguientes 
puntos: 

a) Los grupos parlamentarios del Senado han de ser territoriales, 
tantos como Comunidades Autónomas, manteniendo la libertad de voto y 
la protección de las minorías. Ello traería como consecuencia «el empezar 
a considerar territorialmente el impacto y consecuencias de los distintos 
proyectos legislativos producidos en el Congreso de los Diputados». Por 
otra parte, forzaría una mayor aproximación de los posicionamientos de 
los senadores a los intereses territoriales que representan, vinculando con 
mayor facilidad la opinión y criterios de los Gobiernos y Parlamentos de 
sus respectivas Comunidades Autónomas. 

b) Utilización de lenguas propias de las Comunidades Autónomas, 
que así las tengan reconocidas en sus Estatutos, en los trabajos parla­
mentarios. 

c) Habilitación de oficinas de representación de los Gobiernos de 
las Autonomías; con ello «se trata únicamente de afirmar el carácter del 
Senado como casa común de todas las Comunidades Autónomas». 

d) Posibilidad de debate ante el Pleno del Senado de proposiciones 
no de ley o mociones que sean presentadas por los Gobiernos o Parla­
mentarios Autonómicos, posibilitando para su defensa igual procedimiento 
que el previsto en el Congreso para tales iniciativas; a estas mociones o 
proposiciones se les dará carácter urgente o privilegiado. 

e) El debate sobre el Estado de las Autonomías habrá de realizarse 
ante el Pleno del Senado, previa sesión informativa en Comisión, en la 
que podrán comparecer los representantes de las distintas Comunidades 
Autónomas, con el fin de «valorar la política autonómica del Gobierno y 
formular propuestas concretas de actuación». En esta sesión podrán estar 
presentes los presidentes de las Comunidades Autónomas o sus represen­
tantes. 

f) Respecto a la designación para cubrir vocalías de organismos 
institucionales «la elección se hará de tal manera que los designados en 
cada renovación sean residentes de diferentes Comunidades Autónomas». 
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g) Modificación de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional en 
lo que hace referencia a la forma de designación de sus magistrados y 
otros aspectos de su funcionamiento. 

6. Documento elaborado por el Grupo Parlamentario de Senadores 
Nacionalistas Vascos en relación con la posible reforma del vigente 
Reglamento de la Cámara (26 de marzo de 1990) 

En el preámbulo se pone de manifiesto la insuficiencia del carácter 
territorial de Senado, sustancialmente por la ruptura de la paridad entre 
Comunidades Autónomas, que deriva de su elección efectuada por provin­
cias; se manifiesta, además, la subordinación del Senado al Congreso, in­
cluso en materias autonómicas. 

De lo dicho deriva la necesidad de una reforma orientada hacia 
las Comunidades Autónomas, así como una contribución al sistema auto­
nómico, al mismo tiempo que es necesario desarrollar una función de in­
tegración. La reforma, que, en su caso, se acometa, nunca sería una pa­
nacea, sino que perseguiría el objetivo de una mayor funcionalidad de la 
Cámara. Existen dos vías para esta reforma tendente a convertir al Senado 
en Cámara de las Autonomías: 

a) La reforma constitucional estableciendo una configuración glo­
bal del Senado para la que solamente sería preciso el procedimiento pre­
visto en el artículo 167 de la Constitución, que no exige disolución de las 
Cortes; para ello, sin embargo, sería «condición inexcusable contar con el 
soporte político necesario de la mayoría de las fuerzas políticas». 

b) La segunda posibilidad se limita a la modificación del Regla­
mento del Senado, que «precisa también cierto grado de voluntad política 
en los partidos mayoritarios, para transformar la actual orientación». 

Este grupo parlamentario entiende que según el artículo 69-1 de la 
Constitución que define al Senado como Cámara territorial y configurado 
ya el mapa autonómico, es preciso adaptar a estos principios todas las 
instituciones del Estado que lo precisen; «Las connotaciones autonómicas 
del Senado deben impulsarse para que la propia Constitución responda a 
las necesidades actuales». 

Tras analizar las propuestas de otras fuerzas políticas, los sena­
dores vascos deciden no presentar ninguna concreta, justificando esta pos­
tura al no entender este procedimiento el adecuado para lograr la poten­
ciación del Senado como Cámara territorial, «a nuestro parecer la solución 
deseable consiste en la realización de un gran acuerdo político entre todos 
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los partidos, ya que una tarea como ésta no puede ser obra de un solo 
partido o de unos pocos que formen mayoría». 

El contenido del acuerdo sugerido por el grupo parlamentario es el 
siguiente: 

— «No se rechaza la modificación del Reglamento del Senado 
para dotar a éste de un carácter territorial, aplicando las propuestas 
presentadas por algunos grupos parlamentarios, realmente innova­
doras, mediante acuerdos parciales de detalle. 

— Sin embargo, no parece suficiente puesto que se tiene el 
convencimiento de que para revitalizar con efectividad el Senado como 
Cámara territorial es necesario un consenso que sea asumido por 
todos los partidos políticos. 

— Entendemos que este consenso nos va a permitir avanzar 
en la determinación de las competencias del Senado como Cámara de 
representación territorial al ir estudiando y profundizando todos los 
aspectos que integran el principio de competencia, intimamente co­
nectado con el principio autonómico». 

E. Análisis global de las propuestas 

A la vista de las diferentes propuestas de los grupos parlamentarios 
del Senado, algo parece claro: la reforma de la Constitución o es obvia o, 
tácticamente, se pospone. En ambos casos se manifiesta la falta de volun­
tad política de afrontar una reforma, aunque sea parcial; ello por razones 
muy distintas pero, en este caso, convergentes en su no realización. En su 
momento ^ pusimos de relieve una especie de respeto general hacia 
la consolidación del consenso que dio origen al sistema político actual; 
sometido a reforma, serían muchas las necesidades técnicas y políticas de 
todo signo, incluso contradictorias, que se propondrían. Se puede constatar, 
a la vista de los documentos manejados, que en un tema tan puntual y 
concreto como es la reforma del Senado para convertirlo en auténtica Cá­
mara territorial, se formulan dos posibilidades muy dispares y de difícil 
conjunción, v. gr., Convergencia i Unió propone una segunda Cámara re­
presentante de los Gobiernos autonómicos, de composición proporcionada 
a su población, al modo del Bundesrat alemán; mientras que el partido 
Nacionalista Vasco, quizá en un afán excesivamente doctrinal, propone la 

Vid. Epígrafe I. 
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igualdad de las Comunidades Autónomas en su representación, al estilo 
de los Estados Unidos de América. No hace falta ser muy perspicaz para 
que; prescindiendo de prejuicios académicos, se observen problemáticas 
muy diversas ^̂ . 

Existe, pues, una actitud unánime respecto a que la potenciación del 
Senado pase por su conversión en Cámara de representación territorial, 
quedando en lugar muy secundario su relevancia como Cámara de segunda 
lectura y, en este aspecto, las sugerencias de las fuerzas políticas se cen­
tran en los procedimientos de control del Gobierno, sobre todo por parte 
de los Grupos Parlamentarios Centro Democrático y Social y Popular. 

Sólo es equiparable a esta necesidad de reforma del Reglamento de 
la Cámara, en función de la territorialidad del Senado, y no deja de ser 
consecuencia de ello, el que las propuestas se centren unánimemente en 
la participación de las Comunidades Autónomas en la vida parlamentaria, 
aunque con matices diferentes: bien la potenciación de los grupos territo­
riales (Partido Popular y Convergencia i Unió), bien la creación o revitali-
zación de Comisión o Comisiones territoriales (todos los Grupos, salvo Con­
vergencia i Unió y los Nacionalistas Vascos), bien participación activa de 
los órganos territoriales del Senado —los que se establezcan— en la le­
gislación que tenga carácter territorial (con matices, Partido Socialista, Par­
tido Popular, Centro Democrático y Social y Convergencia i Unió) ®̂. 

Es preciso resaltar, asimismo, la necesidad de pacto político, que 
nadie rechaza, aunque es expresamente aprobado, como cuestión previa, 
por los Grupos Parlamentarios Socialista, Popular, Centro Democrático y 
Social y Nacionalistas Vascos; mención especial merece la sugerencia de 
este último Grupo que cifra toda la validez de la operación en que se logre 
ese consenso. 

Los Grupos Parlamentarios Popular y Centro Democrático y Social 
manifiestan su preocupación por la carencia de cauce de participación de 
las Comunidades Autónomas en las decisiones de la Comunidad Europea 
que afecten a los intereses autonómicos, sugiriendo que sea el Senado el 
foro adecuado para lograr una información necesaria en relación con las 
cuestiones que tengan especial relevancia para los entes territoriales. 

Cuestiones colaterales, pero no menos importantes, son las formu­
ladas por el Centro Democrático y Social y Convergencia i Unió en cuanto 
a la participación del Senado en la designación de miembros de los Ór­
ganos Constitucionales; en el caso de Convergencia i Unió referido expre­
samente al Tribunal Constitucional. Por último son Izquierda Unida (Inicia­
tiva per Catalunya) y Convergencia i Unió quienes plantean como necesario 

=̂  Vid. Epígrafe I. 
^ En este punto el Grupo Parlamentarlo Nacionalista Vasco (PNV) no con­

creta debido al carácter genérico de su propuesta. 
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el USO de las lenguas oficiales, aparte del castellano, en la vida parlamen­
taria del Senado. 

F. Acuerdo de la Ponencia 

Como ya se señaló, en Acuerdo adoptado por la Ponencia de la Co­
misión de Reglamento en su reunión de 25 de abril de 1990, se llegó a unos 
puntos mínimos de consenso en los que debería basarse la territorialización 
del Senado, siendo instrumento, a tal fin, la reforma de su Reglamento. 

Según este Acuerdo, el objetivo prioritario de la reforma habrá de 
ser la promoción de la presencia en la Cámara Alta de las instituciones 
autonómicas, arbitrando los órganos necesarios para su cumplimiento. En 
cuanto a las funciones de estos órganos específicamente diseñados para 
la participación autonómica en el Senado, como no podía ser de otra forma 
si se mantiene el respeto a la Constitución, se reducen a «estudiar, tramitar, 
debatir, informar y dictaminar cuantos asuntos de interés autonómico hayan 
de conocer las Cortes Generales»; es decir, nunca deliberar, en el sentido 
de adoptar decisiones vinculantes. Asimismo, se señala que esta partici­
pación nunca podrá ser imperativa, sino basada en la colaboración; en 
consecuencia, se rechaza la posibilidad de que se susciten, desde éste o 
estos órganos, actos de control parlamentario, así como no otorga el uso 
de las prerrogativas parlamentarias a los participantes de las Comunidades 
Autónomas. 

La generalidad del contenido de este Acuerdo, creo, permite un de­
bate y una reforma del Reglamento del Senado que, desde un punto de 
vista más político que jurídico, incrementa en modo sustancial el papel a 
desempeñar en nuestro sistema. Es cierto que, a la vista de las propuestas 
formuladas, son muchas las disparidades existentes: se coincide en el fin, 
no así en cambio en los medios para llegar a él. Una lectura atenta del 
Acuerdo pone de relieve una cuestión de sumo interés; no son las Comu­
nidades Autónomas, sino las instituciones autonómicas las que deben de 
estar en la base de la participación autonómica en el Senado. ¿Qué insti­
tuciones? ¿Los Gobiernos producto de una mayoría a intra? o ¿las Asam­
bleas legislativas en su pluralidad política?, ¿los Gobiernos con mayoría 
absoluta o los productos de una coalición?, ¿las Asambleas en su mosaico 
ideológico o sus órganos representativos ostentadores de las mayorías ad 
hoc? Ejemplos de todo existen en nuestras diecisiete Comunidades Autó­
nomas. Si a esto añadimos partidos políticos de implantación nacional, par­
tidos nacionalista más partidos regionalistas de muy diverso tipo, implica 
no pocos problemas. 

Del texto del Acuerdo se deduce, y no podía ser de otra manera, que 
no es la Comunidad Autónoma como tal, ni su población, quienes van a 
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asumir esas funciones. Puede parecer una cuestión balad!, sin embargo 
tiene gran importancia no por lo que pueda significar en este pequeño pero 
significativo paso en el desarrollo de nuestro Estado, sino porque estas 
ideas apuntan en una determinada dirección: En el fondo se está prejuz­
gando la naturaleza de la participación de las Comunidades Autónomas en 
la formación de la voluntad del Estado *' en un futuro más o menos próximo, 
si la tendencia fuese la federalización en sentido clásico. En la misma linea, 
no sólo ope constitutionis sino también ope politicae, se encuentra la ne­
gativa a proporcionar a los representantes de las Autonomías los privile­
gios y la calidad de senadores. 

El documento citado aporta un valor de primera magnitud, que es el 
Acuerdo, pero no desentraña el mecanismo necesario para llevarlo a buen 
fin, aunque apunta los mínimos básicos; en el cuadro adjuntado se hace 
un resumen de las propuestas concretas que están en la base del Acuerdo 
examinado; de una manera gráfica se expresa claramente el consenso-
disenso respecto a cuáles fian de ser las fórmulas. 

CUADRO SOBRE LAS PROPUESTAS DE LOS GRUPOS 
PARLAMENTARIOS DEL SENADO RESPECTO A LA REFORMA 

DE LA CÁMARA 

PSOE PP CDS lU CiU PNV 

Reforma de la 
Constitución — — — SÍ Sí Sí 

Reforma del 
Reglamento 
del Senado Sí Sí Sí Sí Sí Sí 

"' De acuerdo con el esquema propuesto para interpretar la naturaleza com­
puesta del Senado, es de fácil deducción que la reforma de este órgano va dirigida 
a convertirlo cíe facto en una Cámara «suprema» en la coordinación entre el Estado 
y las Comunidades Autónomas; en cambio, la otra faceta que posee una Cámara 
territorial en un Estado compuesto, va más allá, al menos desde un punto de vista 
técnico: posibilita la participación, no efe facfo sino de iure, de los entes territoriales 
en la formación de la voluntad estatal, en aquellas materias que les afecten. 
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(continuación) 

PSOE PP CDS lU CiU PNV 

Grupos territo­
riales 

Comisiones 
territoriales 

Participación de 
las Comunidades 
Autónomas 

Participación 
en legislación 
territorial 

Debate Auto­
nomías 

Uso lenguas 

Designación 
vocales de 
órganos consti­
tucionales 

Pacto político 

Otros 

Sí Sí 

Sí Sí Si Sí 

Sí Sí Sí sí sí sí 

sí sí sí sí sí 

sí sí sí 

si sí 

sí SI 

sí sí sí SI 

sí sí 

v i l . CONSIDERACIONES FINALES 

A. Pudiera parecer oc ioso, a la v ista de lo anter ior , un anál is is tan 
po rmenor i zado , deb ido a la humi ldad del ámbi to de operac iones de la re-
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forma propuesta a causa de las limitaciones constitucionales; es decir, el 
esfuerzo que suponga la reforma del Senado, al menos desde un punto de 
vista técnico-jurídico, no va a resolver el problema de la territorialización 
de la Cámara; pero si nos detenemos a pensar en su significado creo que 
debe ser otro el criterio, y ello por las siguientes razones: 

1. Supone la vuelta, al menos en intención, a la vía consensuada 
entre los distintos partidos políticos de ámbito nacional y autonómico. 

2. Las propuestas que se han efectuado, pese a los distintos en­
foques, pueden constituir la base que permita disminuir diferencias, en oca­
siones más teóricas que reales, respecto al definitivo cierre del proceso 
autonómico diseñado en la Constitución. 

3. A pesar del mínimo valor que implica la reforma propuesta a la 
hora de tomar auténticas decisiones, el Senado puede ser la institución que 
acoja el embrión de todas aquellas iniciativas que propugnen la, en su caso, 
solución definitiva a las carencias técnicas que posee nuestro texto cons­
titucional, en cuanto a las relaciones de coordinación e inordinación, según 
el esquema propuesto; es decir, a la ausencia de participación de los entes 
territoriales en la formación de la voluntad estatal. Nada mejor que esas 
deficiencias se traten en sede parlamentaria, sin despreciar, por descon­
tado, las que se lleven a cabo en otros ámbitos. 

B. El profesor ARAGÓN REYES ^°, recientemente, ha hecho la pro­
puesta de una tercera vía para proceder a la reforma del Senado a través 
de la ley orgánica que prevé el artículo 69,2 de la Constitución, que, en mi 
opinión, plantea más problemas de los que resuelve, desde un punto de 
vista político, y responde a la concepción fijada en el texto constitucional 
de representación ideológica, subordinación del Senado, etc. Es decir, la 
idea se apoya en los siguientes criterios: 

1. La consideración de la inoportunidad política de una reforma 
constitucional. 

2. Los escasos medios de que se dispone, desde el punto de vista 
técnico, para convertir al Senado en Cámara territorial. 

En «El Pacto Autonómico», El Sol, días 29 y 30 de julio de 1991. 
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3. La duda, más que profunda, sobre la valiosidad de la reforma 
del Reglamento, que nos dejaría, desde el punto de vista técnico-jurídico, 
en el mismo lugar en que nos encontramos. 

Pese a la originalidad de la propuesta —auténtica ingeniería jurí­
dica— le veo defectos de fondo muy profundos. La naturaleza de las leyes 
orgánicas en nuestro sistema constitucional implica la participación su­
bordinada del Senado en su elaboración. Ante esto, ¿dónde queda el prin­
cipio de autonomía de la Cámara?, ¿hasta qué punto puede alcanzar esa 
ley orgánica?, técnicamente no podrá ir más allá de lo que pueda hacerse 
por vía reglamentaria. La regulación por ley orgánica puede, efectivamente, 
solucionar cuestiones como las planteadas por el CDS ^̂  en relación con 
la simultaneidad de elecciones senatoriales y autonómicas, incluso modi­
ficaciones del sistema electoral; nunca podrá afectar al status competencial 
del Senado establecido constitucionalmente. 

La valiosidad de la propuesta radica en el intento de ir más allá de 
lo que puede suponer la reforma del Reglamento, desde el punto de vista 
técnico-jurídico, y evitar la reforma constitucional. Sin embargo, rechazada 
políticamente y de momento la reforma de la Constitución, la vía de re­
gulación del Senado a través de ley orgánica, tiene un problema de difícil 
superación: more politicae, el subrayado de la preeminencia del Congreso 
—léase representación ideológica—frente a la representación territorial. 

Atados a un deseo generalizado de obviar la reforma constitucional, 
la fórmula del profesor Aragón puede ser válida en lo que afecta a la le­
gislación electoral y a los problemas derivados de ella respecto al Senado, 
pero no directamente respecto a esta Cámara: puede incidir en ésta pero 
poco más añade. 

C. Creo que es de singular importancia el valorar las propuestas 
de reforma del Reglamento del Senado hechas por los grupos parlamen­
tarios y la consolidación de usos y prácticas en la Cámara —muy débiles 
e incipientes pero que tenderán, como siempre sucede, a institucionalizar­
se— que generen un ámbito de debate —desde el punto de vista que se 
desee— entre el Estado y las Comunidades Autónomas; ámbito sólo exis­
tente hoy en lo que podríamos denominar terreno administrativo. Las re­
laciones de coordinación—ya que no se admite en las de inordinación— 
precisan un foro estatal parlamentario; la estructura de un Estado com­
puesto —dígalo o no la Constitución, y lo dice— precisa ese foro de en­
cuentro al más alto nivel. 

Vid. Epígrafe VII-D-3. 
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D. La problemática ad extra de la integración europea, en la que 
son los Ejecutivos quienes deciden, con nula participación, en la práctica, 
de los otros poderes del Estado, requiere un lugar en el que el Estado y 
las Comunidades Autónomas se informen recíprocamente; en el que se 
provea a éstas de los datos necesarios para conocer las repercusiones que 
terrltorlalmente conllevan las decisiones del Gobierno y pueda participarse 
en las políticas legislativas y de control al respecto. 

E. Por todo lo dicho, creo que el intento de reforma del Reglamento 
del Senado, en un cabal entendimiento de lo que significa desde el punto 
de vista técnico-constitucional, va más allá, si se administra políticamente 
de modo adecuado; es decir, puede suplir, por la vía de reglamentación de 
prácticas y usos —hasta hoy muy humildes e insignificantes si se les valora 
desde la dogmática— el ámbito de debate, discusión y propuesta de las 
decisiones a adoptar en otras esferas ''". 

F. No se trata de propugnar una vía espúrea, que conduzca a 
la desconstitucionalización efectiva —vía mutación constitucional— del 
Senado; se trata de dar solución, en una institución prevista en el Estado 
global, a la necesidad de una Cámara realmente ejerciente de las funciones 
que le corresponden en un Estado compuesto: coordinación e inordinación. 

G. He intentado poner de relieve el poco interés que suscita la pa­
labra federal en la actualidad, con independencia de lo que se sienta o se 
crea que significa. De tacto nos hallamos, y así ha sido reconocido por la 
doctrina, en una situación cuasi federal " , de federalismo de ejecución '^, 
de federalismo de cooperación ^^, de unitarismo federalizante " , etc. En 
consecuencia hay que olvidarse de la palabra y de sus connotaciones his­
tóricas disgregadoras, y, ateniéndose a la realidad, completar lo que exige 
—en mi opinión— un Estado compuesto. Si técnicamente exige una reforma 

™ La naturaleza de las cosas impone su realidad; la creación legal de foros 
de participación a nivel administrativo (LOFCA, Consejo de Universidades, Confe­
rencias de distinto tipo, etc.) no resuelven el problema. 

" Vid. E. GARCÍA DE ENTERRIA: «El futuro de las autonomías territoriales», en 
España: un presente para el futuro, lEE, Madrid 1984. 

'̂  Vid. A. JIMÉNEZ BLANCO: «Las relaciones de funcionamiento entre el Poder 
Central y los entes territoriales», lEAL, Madrid 1985. 

" Vid. P. SANTAOLAYA MACHETTI; «Descentralización y cooperación», lEAL, 
Madrid 1984. 

'" Vid. J. J. GONZÁLEZ ENCINAR: El Estado unitario-federal, Tecnos, Madrid 
1985. 
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constitucional, hágase; si el coste, según las fuerzas políticas parlamen­
tarias, es muy elevado, rechácese, pero deben facilitarse todos los medios 
políticos y jurídicos que conduzcan a una complementación de las carencias 
que, desde el esquema de un Estado compuesto, se han puesto de relieve 
en este estudio. 

Pese a todo, es preciso ser consciente de que no existe una voluntad 
política clara de que las Comunidades Autónomas participen, como tales, 
en la formación de la voluntad del Estado. 
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